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Introducción 

 

Los adolescentes representan una preocupación esencial para la acción 

gubernamental en el contexto local, regional, nacional y mundial, de cara a los 

índices elevados de la delincuencia juvenil que se registran principalmente en las 

zonas urbanas. El Estado colombiano en los últimos años, propuso la práctica de 

políticas públicas para dar respuesta eficaz a las problemáticas de mayor relevan-

cia social que afectan a la sociedad. 

 

Sin embargo, el discurso de políticas públicas es incipiente, desarticulado y 

disperso, en el quehacer gubernamental, donde todavía es observado con reserva  

y en  no pocas ocasiones con resistencia, como un discurso ajeno a las necesida-

des y exigencias de la regulación social en un país  como Colombia, y en el peor 

de los casos, como el traje con el que se viste el Estado neoliberal (Cuervo 2013, 

p.67). Siendo este último el supuesto para orientar nuestra argumentación en tor-

no al enfoque de la política pública dirigida a la población de adolescentes, de cara 

a la compleja y acelerada delincuencia juvenil, a pesar de existir prerrogativas pa-

ra la protección de adolescentes  por vía  constitucional1  y legal, a través de la 

Ley 1098 de 2006 “Código de Infancia y Adolescencia”. 

 
Muller (2002) ha señalado que la lógica de las políticas públicas responde a 

una construcción de representaciones sociales de la acción pública, y de las rela-

ciones entre Estado y sociedad. Introduce un concepto medular para este trabajo 

como lo es el marco referencial de una política, lo que permitirá significar la ins-

trumentalización jurídica en el ámbito del derecho internacional insertada en Co-

lombia a través del bloque de constitucionalidad respecto a la prevención y protec-

ción de adolescentes infractores de la ley penal. 

 

En Colombia, la exploración en políticas públicas en el campo de lo político 

es bastante desolador, por ello desarrollaremos un marco teórico a partir de litera-

                                                            
1 Art 2. 45, 44, Constitución Política de Colombia 
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tura especializada tanto de autores europeos como de autores de nuestro  país, 

de tal suerte que impulse la discusión en torno a la acción y capacidad  guberna-

mental frente al fenómeno de la delincuencia juvenil, tomando como referencia el 

ciclo de la política pública “policycycle”. Sin embargo,  nos apoyaremos esencial-

mente en las dos primeras fases del ciclo; definición del problema, inscripción de 

la agenda  y formulación  de la política pública, en razón que si no se asume res-

ponsablemente dichas etapas, muy seguramente la estrategia o programas que se 

ejecute serán  irrelevante o poco efectivo ante la problemática social a intervenir. 

 

Posterior a la definición y  ciclo de las políticas públicas,  el presente trabajo 

intentará indicar cuál es el enfoque de las políticas públicas en torno a la pro-

blemática de la delincuencia juvenil en Cartagena. Este fenómeno no tiene una 

respuesta exclusiva en el marco de lo penal, por el contrario debe tener un enfo-

que social, político y económico a efectos de contribuir a la construcción de políti-

cas públicas con el mayor interés de beneficiar  a los jóvenes en cuanto a oportu-

nidades y cubertura educativa (básica, media y superior), orientación a las fami-

lias, e intervención en los factores condicionantes de la vulnerabilidad y la pobreza 

de la población de adolescentes. 

 

Para el presente trabajo resulta importante señalar,cuáles son los escollos 

en la construcción de la política  pública  de cara al fenómeno de la delincuencia 

juvenil, los cuales se encuentran asociados al Neoliberalismo, desde el momento 

en que el estado transfiere a entidades privadas, la atención de los adolescentes, 

que se encuentran en conflicto con  la ley penal. Lo cual reduce la intervención del 

Estado, limitándose este a imponer sanciones penales a los adolescentes que 

transgreden la norma legal y desplazando la responsabilidad a particulares que se 

encargan de custodiar el cumplimiento de la misma.  

 

Para Foucault el “ El legislador debe ser un arquitecto hábil que sepa a la 

vez emplear todas las fuerzas que puede contribuir  a la solidez del edificio, y 

amortiguar todas aquellas  que podrían arruinarlo” (p.123). Por lo tanto, la lógica 
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de la política pública implica un conocimiento profuso y profundo por parte del go-

bierno nacional, territorial y local, en cabeza de gobernadores y alcaldes, respon-

sables de la creación y aplicabilidad de las mismas, y en efecto priorizar, cualificar 

la acción estatal y expandir su radio en procura del bienestar y la cohesión  de las 

sociedades, frente a las problemáticas de relevancia social,  siendo una  de ellas, 

la delincuencia juvenil.  

 

En la ciudad de Cartagena, se han diseñado políticas públicas, alejadas de 

su realidad social, económica, política y cultural, las cuales en ninguna forma res-

ponden a las necesidades de la población juvenil Cartagenera asociada a activi-

dades delictivas. No existe plasmada una política pública con un enfoque de justi-

cia restaurativa, que involucre a la familia y a la sociedad como elementos funda-

mentales para la verdadera reinserción social de los adolescentes en conflicto con 

la ley.  

Estas acciones del distrito, enmascaradas de políticas públicas, maquillan 

una problemática latente en la sociedad cartagenera, la cual cada día se ve más 

afectada por la incursión de jóvenes en actividades delictivas. Cartagena, por su 

gran atractivo turístico, y su fama de  “ciudad de paz”, se convierte en el sitio pro-

picio para cometer toda clase de actos ilegales, en los cuales se ven involucrados 

como protagonistas adolescentes oriundos o foráneos.  

 

Esta situación planteada nos indica que por sus características propias de 

patrimonio histórico y cultural de la humanidad, y la creciente problemática delin-

cuencial juvenil, en la ciudad de Cartagena, se deberían crear  e implementar polí-

ticas públicas tendientes a minimizar la participación de adolescentes en activida-

des delictivas, acordes a la identidad cultural y la realidad social de la ciudad.  
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OBJETIVO 

 
Con el presente trabajo se pretende  determinar la eficacia de las políticas 

públicas frente a la problemática de la delincuencia juvenil en la ciudad de Carta-
gena. 

Objetivos específicos 
 
1. Identificar las Políticas Públicas Internacionales, Nacionales y Locales 

en referencia a la delincuencia Juvenil 
 

2. Determinar la situación actual de la problemática de la delincuencia ju-
venil en Cartagena. 
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Capítulo I 
 

1. Referentes  teóricos de las políticas públicas 
 
El concepto de política pública es de reciente aparición en la ciencia y en la 

gestión pública latinoamericana. Puede decirse que no hace más de dos décadas 

este concepto empieza a conocerse en los textos provenientes Francia, España y 

Estados Unidos, principalmente, como consecuencia de la  influencia del lenguaje 

que empiezan a utilizar los organismos internacionales como el Banco Mundial, y 

Banco Interamericano de Desarrollo (Muller, 2013). 

 
1.1 Políticas Públicas  

 
En la literatura especializada existe una gran cantidad de definiciones sobre 

política pública. Por ejemplo, Muller (2002) dijo que “política pública es un proceso 

de mediación social, en la medida en que el objeto de cada política pública es to-

mar a cargo los desajustes que puede incurrir entre un sector y otros, o aun, entre 

un sector y la sociedad global” (p. 78).Heclo y Wildavsky utilizan una  acepción de 

política pública, “como la acción gubernamental distinguida hacia el logro de obje-

tivos fuera de ella misma y que en efecto se transforma en un programa de acción 

de una autoridad pública” Roth (1994, p.27). Para Dubnick, la política pública está 

constituida por las acciones gubernamentales, es lo que los gobiernos dicen y 

hace con relación a aún problema o una controversia (Dubnick, 1983 citado en 

Roth 1994). 

 

Según Cuervo (2010) los autores europeos Mény y Thoenig proponen una 

definición de política pública a partir de cinco características o rasgos: a) un con-

tenido, en razón a que la actividad pública se identifica bajo la forma de un conte-

nido, b) un programa, puesto que determina una estructura relativamente perma-

nente de referencia y orientación, c) una orientación normativa, en la medida  que 

la actividad pública  no es la resultante de respuestas aleatorias. Los actos  tradu-

cen orientaciones: intencionalmente o no, satisfacen intereses,  son portadores 
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deciertos valores, tiende hacia objetivos específicos. d) un factor de coerción,  la 

actividad pública procede de naturaleza autoritaria  de la que se halla investido el 

actor gubernamental, e)una competencia social, una política pública  por su com-

petencia, por los actos y disposiciones que afecta la situación, los intereses  y los 

comportamientos de los administrados, y finalmente concluye que las políticas 

públicas constituye instrumentos para que el Estado haga efectivo y garantice el 

cumplimiento de los objetivos establecidos para la acción del Estado (Cuervo, 

2010, p.130). 

 

De otro lado, en el contexto de la literatura colombiana, se definió a la políti-

ca pública como una forma  de entender  la acción gubernamental, como el resul-

tado  de la interacción de distintos actores del sistema político, del régimen políti-

co, de la sociedad civil y de los organismos económicos internacionales (Cuervo, 

2012), o  como el “conjunto de sucesivas  iniciativas, decisiones y acciones del 

régimen político frente a las situaciones socialmente problemáticas y que buscan 

la resolución de las mismas o llevarlas a una situación manejable” (Vargas Velas-

quez;1999 citado en Roth, 1999). 

 
En un escenario distinto al europeo, Roth (1999) sintetizó la acepción de 

política pública como: 

 
Un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados 
necesarios o deseables y por medio de acciones que son tratados, por los 
menos parcialmente, por una institución u organización gubernamental, con 
la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales o colecti-
vos para modificar una situación percibida como insatisfactorio o problemá-
tica (p.27). 
 

 
Con las definiciones enunciadas trataremos de señalar, los elementos cen-

trales que permitan identificar la existencia  de una política pública: a) existencia 

de una problemática de relevancia social, b) legitimidad de la acción del gobierno 

para atender la problemática, c) construcción de una propuesta medible a través 

de objetivos que actúe en forma coherente a las necesidades o expectativas del 
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conglomerado social d) existencia de mecanismos de evaluación  que favorezca el 

acompañamiento de la aplicación de la acción gubernamental en la problemática, 

e) recursos económicos que soportan la acción estatal. 

 
Aunque, idealmente, las políticas públicas deberían ser acciones para mejo-

rar la condición humana y el ambiente, transformando el entorno y mejorando la 

distribución de los recursos y la riqueza, no siempre encarnan este propósito, 

siendo más bien  acciones simbólicas (hacer creer que se actúa o que se va a ac-

tuar), inflexiones (no aptas para el contexto), programas rutinarios (repetición de 

acciones sin evaluación ni debate) o la no-acción, que un gobierno asume para 

mantener el status quo (Roth, 2010). 

 

En la convención general de los derechos de los niños, realizado en 2009, 

se trató cuidadosamente la problemática de la delincuencia juvenil, realizando se-

rias observaciones a los estados partes entre estos Colombia, ya que se considera 

no se está abordando de manera adecuada, ni se están implementando políticas 

públicas que eviten la inserción de niños y adolescentes en la vida delictiva al res-

pecto en esta convención se hizo esta observación: “También preocupa al Comité 

la falta de información sobre las medidas que los Estados Partes han adoptado 

para evitar que los niños entren en conflicto con la justicia. Ello puede deberse a la 

falta de una política general en la esfera de la justicia de menores, o tal vez pueda 

explicarse también porque muchos Estados Partes sólo proporcionan información 

estadística muy limitada sobre el trato que se da a los niños que tienen conflictos 

con la justicia”. 

 

Teniendo en cuenta, las observaciones de la convención general sobre de-

rechos de los niños, esta conmina a los Estados partes o miembros, a  apropiarse 

de elementos que de acuerdo a su contexto social, económico y político, sean ca-

paces de diseñar estrategias propias para prevenir la delincuencia juvenil, con el 

apoyo irrestricto del comité internacional y directiva de la onu y la unicef,al respec-

to comenta lo siguiente “Alentar a los Estados Partes a elaborar y aplicar una polí-

tica general de justicia de menores a fin prevenir y luchar contra la delincuencia 
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juvenil sobre la base de la Convención y de conformidad con ella, y recabar a este 

respecto el asesoramiento y apoyo del Grupo interinstitucional de coordinación 

sobre la justicia de menores, que está integrado por representantes de la Oficina 

del Alto Comisionadode las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (AC-

NUDH), elFondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Oficina de 

las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD). 

 

De acuerdo a esas observaciones, Colombia como uno de los estados parte 

de la onu, debe diseñar e implementar políticas tendientes a minimizar la pro-

blemática de la delincuencia juvenil, para lo cual cuenta con el apoyo e las entida-

des internacionales y derecho internacional humanitario  

 

 

 
1.2 Mitos sobre Política Pública. 

 
 
No obstante, el  uso excesivo de la expresión o modulación de la política 

pública en el discurso político de autoridades, candidatos políticos, y en las mis-

mas acciones de organizaciones no gubernamentales, ha propiciado un panorama 

de confusión en el imaginario de nuestra sociedad, por lo que es plausible señalar 

las principales e inadecuados supuestos de relación referentes a la política Públi-

ca. 

 
1. La ley no es política pública, en las leyes pueden haber lineamientos de 

políticas públicas, obligaciones específicas de lo que sería la política públi-

ca. 

2. No todo lo que hace el Estado y el gobierno son política pública. 

 

3. Política Pública no es necesariamente sinónimo de acción gubernamental, 

es una forma de enfocar y resolver los problemas sociales que supone en el 

proceso de toma de decisiones,  la construcción y consolidación de con-

sensos poblacionales. 
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4. Los planes de desarrollo o planes de ordenamiento territorial son solo una 

parte para la construcción política pública, en la medida que estos son li-

neamientos para formular una política, como quiera  que  la ley 152 de 

1.994, permite aclarar que estos planes pueden ser traducidos  en planes 

de acción institucional, y es allí donde empieza a definir  en términos con-

cretos el contenido de políticas públicas. 

 

5. La Política de Estado no es  política pública, en la medida  que la política de 

Estado, tiene el propósito de materializar y desarrollar los principios consti-

tucionales, la cual constituye un apoyo para guiar acción gubernamental en 

la entidades territoriales, como el caso de las Políticas educativas, Políticas 

de seguridad, entre otras.  

 

6. Para nuestro trabajo resulta necesario indicar la inadecuada construcción 

social respecto a relacionar el sistema de responsabilidad penal para ado-

lescentes [SRPA] en el marco de la ley 1.098 de 2006, con la política públi-

ca para la delincuencia juvenil. 

 
 
 
 
2. Etapas claves en los procesos de las políticas públicas. 
 

La perspectiva clásica que plantea el  ciclo de política pública “policycycle” 

de JONES (1970), es una herramienta rigurosa y con elementos de información 

claves  para guiar la construcción, ejecución, y evaluación de una política pública. 

 

Para pensar en el enfoque de la acción gubernamental en el Distrito de Car-

tagena de Indias, respecto a prevenir y reducir a una mínima expresión el fenóme-

no de la delincuencia juvenil, tomaremos las tres fases iníciales de ciclo de JO-

NES. (Ver- Cuadro 1)  

 

14 
 



 

 
 

 
 
 
Cuadro 1. El PolicyCycle Según JONES (1970) 
 

FASE I 
Identifica-
ción de un 
problema 

FASE II 
Formulación 
de solución o 
acciones 

FASE III 
Toma de decisión

FASE IV 
Implementa-
ción 

FASE V 
Evaluación

 
-Apreciación 
de los acon-
tecimientos. 
-Definición de 
un problema 
-Agregado de 
intereses. 
-
Representa-
ción y acceso 
ante las auto-
ridades públi-
ca 

 

 
-Elaboración de 
respuesta. 
- Estudio de 
soluciones 
-Adecuación a 
los criterios 
 

 
-Creación de una 
coalición 
-Legitimación de la 
política elegida 

 

 
-Ejecución 
-Gestión y 
administración 
-Producción 
efectos 

 

 
-Reacciones 
a la acción 
-Juicio sobre 
los efectos 
-Expresión 
 

Demanda de 
la acción 
pública 

Propuesta de 
una respuesta

Política efectiva 
de acción 

Impacto so-
bre el terreno 

Acción polí-
tica o re-
ajuste 

 
Tabla 1:PolicyCycleporpuesto por JONES 
Fuente: Tomado del manual de políticas públicas de Roth 

 
El ciclo propone una descomposición de la política pública en una serie de 

etapas o de secuencias lógicas.  Es así como esta herramienta propuesta por Jo-

nes (1970) cincos fases en la vida o en el desarrollo de una política pública. En la 

Fase I, una situación  es percibida  como problemática por los actores políticos y 

sociales, II,  Una vez lograda la inscripción en la agenda gubernamental, la admi-

nistración trata de elucidar el problema, III  los actores  e instituciones autorizados 

para tomar decisión, examina la soluciones existente y deciden la respuesta IV 

implementación de la política pública, V respuesta dado al problema y los impac-

tos causados. 
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El ciclo de Jones, que indica que el proceso de formación de políticas inicia 

con la definición del problema y continúa con la elaboración de la agenda o formu-

lación de la política, no  se cumple siempre en la realidad política e institucional. Y 

en el caso de Colombia, donde aún no se ha internalizado este por parte de los 

actores políticos e institucionales no es la excepción (Cuervo, 2012).  

 

Este supuesto permite disentir en torno a la práctica de la política pública  

dirigida a prevenir la delincuencia juvenil desde que empezó a aplicar la ley 1098 

de 2006, en Cartagena. 

 

 Sí no conocemos realmente la situación (diagnóstico) o la funcionalidad de 

los diferentes procesos en que gravita la delincuencia juvenil, la formulación o  el 

agendar el problema en el ámbito de la política pública va estar limitada, despro-

porcionada, la acción gubernamental ejecutada no va a responder a la lógica de 

una política pública que impacte eficazmente en evitar la participación de jóvenes 

en actividades ilícitas.  

 

Caso contrario al sentir de las autoridades territoriales en Colombia, pode-

mos indicar que estos tres momentos del ciclo de la política resultan claves  o im-

portantes en temas de seguridad, como lo consideró el renombrado criminólogo 

Lawrence Sherman: las políticas públicas de seguridad pública deberían estar 

científicamente evaluadas, con el mismo rigor que se evalúa una medicina antes 

de ser autorizada para el uso público. (BID, 2010). 

 

 

2.1 Definición e identificación  del problema en la construcción de la política 
pública. 
 

 
 La tradicional práctica de la política pública en nuestro país, no le ha dado 

gran importancia a la definición del problema como una de sus fases claves, deci-

sivas. Roth propuso que la identificación del problema “debería ser seriamente 
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asumido por la administración pública, las universidades, y los centros de investi-

gaciones, con el objetivo de proporcionar información que permita conocer mejor 

el problema antes de que se tome una decisión relativa a la necesidad y forma de 

la regulación pública” (1999, p.60), es por ello, que en esta fase se debe respon-

der a una construcción que resulta del conjunto de las luchas que los actores so-

ciales, y políticos, libran para imponer  una lectura que sea la más ventajosa posi-

ble para los problemas. Por ejemplo, de manera rápida podemos indicar sí el pro-

blema es delincuencia juvenil, el centro de impulso de los  actores o instituciones 

comprometidos en la política pública, buscaría  inicialmente conocer cuál es el 

rango de edad, el sexo, los delitos de mayor recurrencia (hurto, extorsión, homi-
cidio)en que incurren los  adolescentes, los resultados del sistema de responsabi-

lidad penal de adolescentes y la emergente relación del fenómeno de la delin-

cuencia juvenil con los factores de vulnerabilidad, en torno a aspectos sociales y 

económicos como: desempleo, cultura, y estudio. 

 

En consecuencia, a lo planteado ¿cuál sería la decisión política?, sería 

acaso  dirigida en forma exclusiva al sistema de responsabilidad penal para ado-

lescentes, o por el contrario sería el flujo de decisiones en forma integral para be-

neficiar a los adolescentes en cuanto oportunidades y cubertura de los programas 

y servicios públicos que brindan las instituciones, tales como el servicio de educa-

ción (básica, media y superior), servicios de salud, y la orientación a las familias, e 

intervención en los factores condicionantes de la vulnerabilidad y la pobreza de la 

población de adolescentes. 

 

Roth (2010), propuso que el reconocimiento del problema en la construc-

ción de la política pública también está determinado por su magnitud (cantidad de 

población afectada), severidad, letalidad y grado de impacto que genera. La expe-

riencia del mundo europeo ha visibilizado la complejidad para definir un problema, 

puesto que no es, una simple o preliminar declaración del problema, sino de un 

conocimiento apropiado de su dimensión a través de cuestionamientos sobre el 

mismo,  así: 
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La naturaleza. ¿En qué consiste el problema? 
 
Las causas. ¿En qué condiciones surgió el problema y cuáles son sus causas? 
 
La Normativa existente sobre el problema genera problema? 
 
La duración. ¿El problema es duradero o pasajero? 
 
La dinámica.¿Es posible observar una evolución  del problema (ciclo, regularida-
des, agravación) 
 
Los afectados. ¿Quiénes son los afectados por el problema y  qué modo lo están 
(directa o indirectamente? 
 
Las consecuencias: Si no se interviene, ¿qué sucedería  a los afectados  y a los 
demás?. 
 

Para Cetel, estas indagaciones implica la recolección y organización del 

problema, para efectos de permitir comprender cómo funciona el problema, y facili-

tar la identificación de los actores investigados e investigar lógicas de comporta-

mientos de éstos (Roth, 1999). Este  esquema analítico exigiría coherencia entre 

el problema y las decisiones de cara al mismo, y reduciría la práctica política que 

identificó  Meny y Thoning, en cuanto si las autoridades reconocen la existencia 

del problema no quiere decir que lo piensen solucionar, es decir, reglamentarlo 

solo en aspectos menores, sin tocar el fondo del problema (Roth, 1999), en razón 

que tradicionalmente  la definición del problema se encuentra ausente de informa-

ción suficiente para caracterizarlo. 

 
El esbozo anterior en torno a la definición del problema de cara a la cons-

trucción de la política pública, permite significar la exigencia o carga que le asiste 

a la administración local o regional, en caracterizar la delincuencia juvenil para 

nuestro caso,  con el fin de provocar qué tipo de medida adoptar y cómo imple-

mentarlo y evaluarlo. Lo que refuerza que el enfoque de políticas públicas nos 

permite ver la acción gubernamental como un flujo constante de decisiones donde 

no es fácil desagregar las fases del ciclo (Cuervo, 2013). 
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Antes de terminar, con la contextualización y relevancia de la identificación 

del problema que responde a la primera fase en la construcción de las políticas 

públicas, resulta pertinente, indicar que en el sentido jurídico, en Colombia, la ley 

152 de 1.994 (Ley Orgánica de Planeación), es la fuente de mayor aproximación 

normativa para conocer, cuál es la dinámica y el momento para definir el problema 

en el marco de la política pública que elaboran las autoridades nacionales o territo-

riales, es decir, en la norma se estableció  el  documento de plan de desarrollo 

para guiar la acción gubernamental, y en consecuencia esta misma ley fijó proce-

dimientos y mecanismos para la elaboración, la aprobación y el seguimiento, eva-

luación y el control de los Planes de Desarrollo. 

 

Ahora bien, los planes de desarrollo que contempla la ley mencionada, son 

marcos normativos muy generales de donde se desprende los lineamientos de la 

política pública, y en consecuencia debe provocar la elaboración de planes de ac-

ción institucional que advierte el artículo 26  de la ley de planeación, para efectos 

de impulsar a través del plan de acción, la definición del problema como el primer 

momento para la política pública, es decir, serían estos  planes donde cada enti-

dad selecciona los temas de su competencia, justo antes de la adopción de la de-

cisión de la política pública concreta (Cuervo, 2013). 

 
 
En congruencia a lo anterior, es menester indicar el hito legislativo para la 

población de los y las adolescentes, cuando el Congreso de la República de Co-

lombia, expidió la ley 1098 de 2006, donde se definió el deber legal que le asiste al 

Presidente de la República, Gobernadores y Alcaldes la inclusión de las políticas 

públicas  en los planes de desarrollo, con la intencionalidad de (i) Prevenir la de-

lincuencia juvenil; (ii) Restablecer los derechos de las niñas, los niños, los y las 

adolescentes comprometidos en ilícitos penales y (iii) cumplir las finalidades pro-

pias del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes y las finalidades 

protectoras, educativas y restaurativa de las sanciones conforme a las prescrip-

ciones legales de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia).  

19 
 



 

 

Para el presente trabajo, el plan desarrollo que tiene  el Distrito de Cartage-

na de Indias, está enmarcado en las políticas públicas de orden nacional, lo que 

significa que éste documento contiene los escenarios o problemáticas priorizadas 

y de relevancia social que deban ser atendidas por parte de la administración, y en 

consecuencia a través de objetivos y metas en un Plan de Acción institucional, que 

priorice la prevención  y atención a la problemática de la delincuencia juvenil, co-

mo 

Estrategia fundamental para el desarrollo armónico de la comunidad Cartagenera.  

 
 

2.2 Formulación de una Política Pública 
 

 
La identificación del problema, corresponde a la fase inicial del ciclo JO-

NES, abordado anteriormente. Su interés exclusivo es provocar la formulación de 

la política pública, con la intención de dar respuesta políticamente a los problemas 

de relevancia social, lo cual implica un flujo de decisiones que involucra a los acto-

res políticos, administrativos, sociales, económicos y científicos  que van a influir 

sobre el proceso de decisión a partir de sus intereses y recursos, tanto materiales 

como ideológicos (Roth, 2010).  

 

El proceso de decisión durante la fase de formulación se presentan en dos 

momentos: a) análisis del problema, argumentos en pro y en contra, así como de 

la indagación de las consecuencias posibles de cada solución (estudios de factibi-

lidad y viabilidad), b) selección de alternativas, se puede asociar este momento,  

con un embudo en el cual entran muchas alternativas y propuestas  y poco a poco 

una de éstas,  y hasta con hibridaciones   con otras si es necesario- es capaz de 

abrirse un camino hacia la salida (Roth, 1999). 

 

Molina y Roth, (2010), consideraron que la selección de alternativas requie-

re que interactúen los diferentes actores involucrados y afectados positiva o nega-

tivamente, entran en competencia y movilizan todos sus recursos políticos, socia-
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les, económicos e institucionales e incluso los medios de comunicación. Así mis-

mo, hacen presión política buscando aliados y soporte en las diferentes esferas 

del gobierno y grupos de poder, con el fin de lograr sus objetivos. Como producto 

de esta lucha de actores, finalmente una autoridad gubernamental del ámbito na-

cional, regional o local toma la decisión y la legítima por medio de un acto adminis-

trativo, un ritual o una firma, que le da a la decisión una fuerza particular.(p.7) 

 

La formulación de una política pública, requiere de un esfuerzo planificador 

en términos de la gerencia moderna, es decir, las estrategias que contiene una 

política pública debe ser instrumentada a través de indicadores, que permitan me-

dir oportunamente su comportamiento de cara al cumplimientos de las metas y 

objetivos de la intervención estatal. El mencionado esfuerzo planificador, tiene 

como propósito reducir las incertidumbres y las incoherencias en la formulación de 

la política pública, por lo que se requiere el desarrollo y perfeccionamiento de los 

instrumentos de recolección de datos. La estadística  social y económica y la con-

tabilidad nacional  son elementos esenciales para conocer empezar a conocer la 

realidad más objetiva Roth (1999). 

 

Para terminar este momento del trabajo y pretender aproximarnos a una 

formulación idónea de política pública en materia de delincuencia juvenil, conside-

ramos importante generar aspectos o criterios puntuales adaptados libremente 

para cada una de las etapas abordadas, tomando como marco de referencia el 

documento de políticas públicas en salud: aproximación a un análisis, elaborado 

grupo de investigación en gestión y políticas en salud, de la universidad de Antio-

quía. 

 
Tabla  1 factores claves para la formulación de la política pública para prevención 
de la delincuencia juvenil. 
 
 
FASES Factores claves  
 
Identificación del 
problema 

 
- Estudios sociológico y criminológico sobre la delin-

cuencia juvenil (principales delitos – georreferenciación 
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del delito- rango de edad de adolescentes infractores). 
- Causas y efectos de la delincuencia juvenil 
- Mapeo sobre las principales vulnerabilidad de los ado-

lescentes. (nivel de educación Juvenil, cobertura en 
Salud, empleo) 

- Actores y tensión en torno a la delincuencia juvenil. 
- Capacidad de  respuesta del sistema de responsabili-

dad penal para adolescentes. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Formulación de la 
Política 
 
 
 

 
Problemas (sociales, culturales, económicos, políticos, 
familiares, educativos ambientales, de salud en particular, 
etc.) que dieron origen a la política. 
– Propósito de la política 
– Foco de la política 
– Alternativas presentadas 
– Métodos de análisis de alternativas utilizados 
– Actores involucrados: rol, intereses, recursos de que 
disponen, formas de participación. 
- Tensiones y puntos de encuentro con el sistema de 

responsabilidad penal para adolescentes.  
– Contexto económico, político (postura, corriente políti-
ca), social  
– Marco referencial  
RIAD, ( Familia-educación-política social-medios de 
comunicación- comunidad) 
Instrumentos internacionales, ley 1.098 de 2006. 
– Estilo administrativo-político utilizado: top-down, bottom-
up. Nivel de participación de los actores y de la comuni-
dad 
– Estudios de viabilidad y factibilidad 
– Sistema de información, fuentes de información y do-
cumentación 

 
 
 
3. Marco referencial de Política Pública para la prevención de la delin-

cuencia juvenil. 
 

Muller propuso el  concepto de “referencial de una política”, para denotar el 

conjunto de normas- formales, e informales, y de expectativas que limitan o posibi-

litan el funcionamiento del sistema político en la solución de los problemas socia-

les. De suerte que cada país, cada Estado, cada sociedad, e incluso cada territo-
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rio,  tiene un referencial de política  distinto que es necesario desentrañar y hacer 

visible en el momento de la formulación de la política pública, (Cuervo, 2013). 

 

El marco referencial, para el caso colombiano se deriva de la Constitución 

Política de Colombia de 1.991,  y los instrumentos del derecho internacional, para 

tratar el fenómeno de la delincuencia juvenil. Sin embargo, con el propósito de rea-

lizar una lectura holística en cuanto al marco referencial, exploraremos sobre refe-

rentes internacionales en la materia. 

 

 

 

 
Tabla 2. Marco referencial para prevención de la delincuencia juvenil 
 

Norma Interés  Jurídico Relevante 

Constitución política 
de Colombia. (art 2, 
11, 42,45) 

La protección para los adolescentes es de rango 
constitucional 
(Derecho a la Vida, salud, Educación, a la Familia, a 
la protección social) 

Ley 1098 de 2006 

Garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescen-
tes su pleno y armonioso desarrollo para que crez-
can en el seno de la familia y de la comunidad, en un 
ambiente de felicidad, amor y comprensión. Prevale-
cerá el reconocimiento a la igualdad y la dignidad 
humana, sin discriminación alguna. 
Protección integral. Prevención de su amenaza o 
vulneración y la seguridad de su restablecimiento 
inmediato en desarrollo del principio del interés su-
perior. 
La protección integral se materializa en el conjunto 
de políticas, planes, programas y acciones que se
ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, 
distrital y municipal con la correspondiente asigna-
ción de recursos financieros, físicos y humanos. 
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Directrices de las 
Naciones Unidas pa-
ra la prevención de la 
delincuencia juvenil 
(DIRECTRICES DE 
RIAD) 

La prevención de la delincuencia juvenil es parte 
esencial de la prevención del delito en la sociedad. 
Si los jóvenes se dedican a actividades lícitas y so-
cialmente útiles, se orientan hacia la sociedad y en-
focan la vida con criterio humanista, pueden adquirir 
actitudes no criminógenas. 
 
La familia: Toda sociedad deberá asignar elevada 
prioridad a las necesidades y el bienestar de la fami-
lia y de todos sus miembros. La familia es la unidad 
central encargada de la integración social primaria 
del niño, los gobiernos y la sociedad deben tratar de 
preservar la integridad de la familia. 
La educación: Los gobiernos tienen la obligación de 
dar a todos los jóvenes acceso a la enseñanza 
pública. Los sistemas de educación deberán tratar 
de trabajar en cooperación con los padres, las orga-
nizaciones comunitarias y los organismos que se 
ocupan de las actividades de los  jóvenes. 
La comunidad: Deberán establecerse servicios y 
programas de carácter comunitario, o fortalecerse 
los ya existentes, que respondan a las necesidades, 
problemas, intereses e inquietudes especiales de los 
jóvenes y ofrezcan, a ellos y a sus familias, aseso-
ramiento y orientación adecuados. 
Las comunidades deberán adoptar o reforzar una 
amplia gama de medidas de apoyo comunitario a los 
jóvenes, incluido el establecimiento de centros de 
desarrollo comunitario, instalaciones y servicios de 
recreo, a fin de hacer frente a los problemas es-
peciales de los menores expuestos a riesgo so-
cial. Esta forma de ayuda deberá prestarse respe-
tando los derechos individuales. 
 
Los medios de comunicación: Deberá provocar a 
los medios de comunicación a que garanticen que 
los jóvenes tengan acceso a información y material 
procedentes de diversas fuentes nacionales e inter-
nacionales. Deberá alentarse a los medios de comu-
nicación a que den a conocer la contribución positiva 
de los jóvenes a la sociedad. 
 
Política social: Los organismos gubernamentales 
deberán asignar elevada prioridad a los planes y 
programas dedicados a los jóvenes y suministrar 
suficientes fondos y recursos de otro tipo para pre-
star servicios eficaces, proporcionar las instalaciones 
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y el personal para brindar servicios adecuados de 
atención médica, salud mental, nutrición, vivienda y 
otros servicios necesarios, en particular de preven-
ción y tratamiento del uso indebido de drogas y alco-
hol, y cerciorarse de que esos recursos lleguen a los 
jóvenes y redunden realmente en beneficio de ellos. 
 
Sólo deberá recluirse a los jóvenes en institucio-
nes como último recurso y por el período mínimo 
necesario, y deberá darse máxima importancia a los 
propios intereses del joven. Los criterios para autori-
zar una intervención oficial de esta índole deberán 
definirse estrictamente y limitarse a las situaciones 
siguientes: a) cuando el niño o joven haya sufrido 
lesiones físicas causadas por los padres o tutores; b) 
cuando el niño o joven haya sido víctima de malos 
tratos sexuales, físicos o emocionales por parte de 
los padres o tutores; c) cuando el niño o joven haya 
sido descuidado, abandonado o explotado por los 
padres o tutores; d) cuando el niño o joven se vea 
amenazado por un peligro físico o moral debido al 
comportamiento de los padres o tutores; y e) cuando 
se haya manifestado en el propio comportamiento 
del niño o del joven un grave peligro físico o psicoló-
gico para el niño o el joven mismo y ni los padres o 
tutores, ni el propio joven ni los servicios comunita-
rios no residenciales puedan hacer frente a dicho 
peligro por otro medio que no sea la reclusión en una 
institución. 

Pacto Internacional de 
Derechos Económi-
cos, Sociales y Cultu-
rales 

“se deben adoptar medidas especiales de protección 
y asistencia a favor de todos los niños y adolescen-
tes, sin discriminación alguna por razón de filiación o 
cualquier otra condición” 
 
 

 
 

Adicional a lo anterior, Cetel (2004), analizó referentes pertinente para 

nuestro trabajo, por ejemplo, el Consejo de Europa ha dado respuesta  a la com-

pleja situación de los menores infractores a través de dos enfoques: a) adoptar 

una serie de medidas  de corte social de las que se reconoce  su efecto preventivo 

el área de la delincuencia juvenil, en concreto,  se refiere a que los Estados adop-

ten la siguientes medidas: mejoras en vivienda, posibilidad de que el adolescente 
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adquiera una buena formación profesional, apoyo a los proceso económicos y so-

ciales de las poblaciones más vulnerables, revisión de los sistemas escolares para 

que puedan responder  a las necesidades de la sociedad actual y asegurar una 

detención precoz de las dificultades psicológicas y sociales, promover asociacio-

nes juveniles y movimientos deportivos, animar a los medios de comunicación que 

se interesen de forma positiva a los problemas de los jóvenes. 

 
En el segundo enfoque desde el ámbito penal, el Consejo de Europa, reco-

mienda a los Estados miembros: velar  por los derechos fundamentales de los 

menores, reforzar el carácter educativo, limitar la privación de la libertad, participa-

ción de la comunidad en la aplicación de las medidas destinadas a los jóvenes en 

peligro, participación de las familias. 

 

En la misma línea, considera el Consejo de Europa que la reacción social  

ante la delincuencia juvenil debe gravitar en los siguientes aspectos: a) Preven-

ción: inserción social, programas escolares, y en organizaciones juveniles o depor-

tivas, prevención situacional dedicada a reducir ocasiones en que el menor tiende 

a delinquir, b) Desjudicialización: evitar el paso  del menor por el sistema de justi-

cia penal, c) Investigaciones: fomentar la investigación  comparativa de delincuen-

cia juvenil con la finalidad de servir de base a la política en dicha materia. 

 
Antes de terminar nuestro marco referencial en torno a políticas públicas, 

consideramos pertinente señalar la experiencia en el ámbito internacional respecto 

al enfoque de política adoptado por los Estados de cara a la delincuencia juvenil. 

Por ello, el principal recurso de información se encuentra en la publicación “Pre-

vención de la Delincuencia Juvenil” del año 2004 por el (BID), en la medida que es 

uno de los  estudios con mayor rigurosidad y exploración sobre las efectividad de 

los diferentes programas y acciones de gobierno para el tema que nos ocupa. 

 

Igualmente el documento Conpes3629, de diciembre de 2009, mani-

fiesta: Tres libros constituyen el Código de la Infancia y la Adolescencia, es-

tos son: 
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I. Protección Integral. 
 
II. Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes y procedimientos 

especiales cuando los niños, las niñas o los adolescentes son víctimas 
de delitos. 
 

III. Sistema de Bienestar Familiar, políticas públicas de infancia e inspec-
ción, vigilancia y control. 

 

El tercer ordinal nos coloca de manifiesto que el estado en cabeza del Instituto 

Colombiano de Bienestar familiar, debe generar las políticas públicas, protectoras 

para la infancia y la adolescencia.  

 

Si bien es cierto en un párrafo anterior indicamos, que no toda ley es política 

pública, y que una política pública no es únicamente la ley. En este sentido debe-

mos apuntar hacia la creación  de esta ley como un mecanismo de justicia restau-

rativa, que involucra a la víctima, a la familia y la sociedad y por lo tanto las políti-

cas públicas deben estar dirigidas a la reparación del daño. Y debe involucrar a 

todos los actores sociales del país, entre estos al estado como ente rector de toda 

política pública. 

 

Continúa el mismo documento conpes, diciendo: El Ministerio del Interior y 

de Justicia, a través de su Dirección de Política Criminal, está en un proce-

so de construcción de lineamientos de política pública para la prevención. 

En este proceso se han identificado las siguientes líneas de acción: i) forta-

lecimiento de los mecanismos de sanción; ii) acercamiento de la justicia y 

cultura de la legalidad; iii) promoción de los mecanismos que impidan el de-

sarrollo de organizaciones delictivas que utilizan niños, niñas y jóvenes y iv) 

promoción de la estrategia para el disfrute del tiempo libre y la generación 

de alternativas productivas. 

 

En este sentido se sigue insistiendo que el estado debe procurar la generación de 

políticas publica tendientes a lograr una justicia restaurativa y brindar atención al 

adolescente como sujeto de derechos inmerso en un medio familiar y social. 
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Tabla 3. Perspectiva del Estado  frente a la  delincuencia juvenil 
 

País Enfoques 

 
 

 
 

Canadá, 
Australia, 
Estados 
Unidos, In-
glaterra y 
Francia y 
Nueva Ze-
landa. 

 

a)Fortalecimiento de la familia: da cuenta de varios modelos de 
intervención que buscan disminuir los factores de riesgo que in-
ciden sobre el «potencial criminal» del niño y del adolescente y 
que existen en el ámbito familiar y en el entorno pre-escolar. 
Como se ha señalado, existen numerosas pruebas que eviden-
cian que es este tipo de factores de riesgo, el que incide en ma-
yor medida sobre la conducta antisocial crónica de un sujeto, 
por lo que la intervención temprana sobre él, previene la persis-
tencia del comportamiento violento en el largo plazo. Dentro de 
las estrategias más efectivas, es posible evidenciar aquellas 
orientados a la educación de los padres y los que buscan resol-
ver los conflictos al interior del ámbito familiar. La evaluación de 
los programas implementados permite establecer que estas in-
tervenciones han mostrado ser unas de las más efectivas en la 
prevención de la delincuencia. 

 
b) Enfoque comunitario: Busca dar respuestas principalmente a 

las problemáticas de los adolescentes (12-18 años) y a los fac-
tores de riesgo asociados a su comportamiento violento y anti-
social. En miras de disminuir aquellas condiciones que trans-
forman su “potencial criminal” en actos delictuales o en compor-
tamientos antisociales, este enfoque da lugar a modelos que 
buscan aumentar los factores protectores, como por ejemplo el 
fortalecimiento de la participación y representación juvenil, acti-
vidades recreativas y la generación de espacios para que ellos 
se desarrollen. 

 
c)Otro tipo de modelo de prevención que han tenido resulta-

dos promisorios, es aquel orientado a jóvenes en conflicto con 
la ley y que se desarrolla a nivel comunitario. Aquí es posible 
identificar modelos de justicia reparadora y modelos de justicia 
alternativa, así como diferentes programas de rehabilitación, 
que han sido efectivos en prevenir la reincidencia. 

 
 

 
 
 
 
 

a) La necesidad de abordar la violencia juvenil desde una 
perspectiva más integral y multisectorial: la política debe 
contemplar el trabajo coordinado de los principales agentes in-
volucrados en el desarrollo juvenil y en la protección de los fac-
tores de riesgo que inciden en el comportamiento violento de los 
jóvenes. Entre estos, los principales agentes involucrados de-
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Chile 

ben provenir del área de la salud, de educación, de seguridad, 
del trabajo y de los servicios encargados de la infancia, la fami-
lia y la mujer. 
 
b) La necesidad de involucrar activamente a los mismos 
jóvenes en el diseño e implementación de programas pre-
ventivos: fortalecimiento de instituciones encargadas de la ju-
ventud, de las organizaciones sociales y de los problemas al in-
terior de la familia, es un tema prioritario. Esta acción debe for-
talecer especialmente a los agentes que trabajan a nivel local, 
ya sean estos de carácter central o bien municipal. Cabe seña-
lar que el fortalecimiento no se reduce sólo a coordinación insti-
tucional, sino también a capacitar y educar respecto a las espe-
cificidades que presenta la violencia juvenil y la misma etapa ju-
venil, y a comprender de manera más reflexiva que se está fren-
te a una problemática compleja y multidimensional.  

 
c) Necesidad de disminuir la brecha existente entre la re-
flexión teórica, la investigación empírica y los agentes 
públicos. En este sentido, el conocimiento sobre los factores de 
riesgo, su incidencia y sobre todo, respecto a los resultados e 
impacto de los programas implementados, son insumos necesa-
rios para el diseño de los programas. 
 
d) Regreso a la comunidad: es especialmente importante 
para la problemática el fortalecer los vínculos comunitarios, em-
poderar a los líderes locales, e involucrar a toda la comunidad 
en la resolución de sus propias necesidades. Esto cobra gran 
significancia si se considera que los jóvenes de sectores popu-
lares en Chile son a la vez fuertemente estigmatizados, incluso 
por sus propios vecinos, y que al mismo tiempo extraen la justi-
ficación de sus comportamientos de las normas vigentes en 
sectores de su comunidad. Entonces, el fortalecimiento de los 
vínculos y del involucramiento de diversos actores, ayuda a 
disminuir no solamente las brechas generacionales sino que 
también la exclusión social y sobre todo a construir nuevas for-
mas de relaciones sociales en su propio entorno. 

 
 
 
 

 
Colombia a) Interés Superior de los niños, las niñas y los adolescen-

tes, anteriormente citado y precisado en términos del Artí-
culo 8 de la Ley 1098 de 2006 
 

b)  Protección integral de los derechos de los niños, las ni-
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ñas y los adolescentes; es decir, “reconocimiento como 
sujetos de derechos, la garantía y el cumplimiento de los 
mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y la 
seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo 
del principio del interés superior” 

 
 

c) Prevalencia, promoción y efectividad de los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes. Prevalencia “en 
todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de 
cualquier naturaleza en relación con los niños, las niñas y 
los adolescentes, prevalecerán los derechos de estos, en 
especial si existe conflicto entre sus derechos fundamen-
tales con los de cualquier otra persona. En caso de con-
flicto entre dos o más disposiciones legales, administrati-
vas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al 
interés superior.  
 

d) Principio de Corresponsabilidad Se entiende por este 
principio “la concurrencia de actores y acciones condu-
centes a garantizar el ejercicio de derechos de los niños, 
las niñas y los adolescentes. La familia, la sociedad y el 
Estado son corresponsables en su atención, cuidado y 
protección 

 
 

 
 
 
 

 
 

 
Capitulo II 
 
2.1 Descripción de la problemática: delincuencia juvenil 
 

Los comportamientos delictivos del adolescente plantean hoy un problema 

a la  sociedad en su conjunto. Especialmente preocupante es el aumento de la 

delincuencia de los menores y su ingreso cada vez más precoz en el mundo de la 

delincuencia: 12-13  años en lugar de 15. Esta doble tendencia no se da sólo en 

América Latina -región especialmente marcada por la violencia juvenil- sino que se 

verifica también a nivel  mundial. Por esta razón este tema requiere ser tratado 
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como un problema de la sociedad  y no debe ser visto como un hecho aislado (BI-

D, 2004). 

 
Según el (BID, 2004), autores como Taylor y Lagranges, entienden que la 

delincuencia o los comportamientos  antisociales de los jóvenes son un fenómeno 

que refleja una crisis de sociedad, por lo  tanto es necesario identificar sus raíces y 

sus causas para definir políticas de prevención.  Esto es relevante ya que la mayor 

parte de los menores que persisten en la delincuencia  provienen de sectores de 

bajos ingresos o excluidos. La exigencia de prevención deriva,  en este caso, de 

una doble obligación de justicia social y solidaridad frente a adolescentes  en difi-

cultad, por un lado; y a los sectores desfavorecidos. Además, es durante la ado-

lescencia que la mayor parte de los individuos empiezan a delinquir. Es en esta 

fase de crecimiento y durante la infancia precoz que las principales intervenciones 

dirigidas a los individuos de comportamientos antisociales tienen más probabilidad 

de ser eficaces, si son apropiadas. 

 

Las razones que empujan a los adolescentes hacia los comportamientos 

antisociales o delictuales son múltiples y pueden comprender, así: 

Tabla 2. 
 

Principales motivaciones de adolescentes delincuentes 
— La voluntad de apropiarse de bienes, dinero o servicios.  
— El placer (por ejemplo droga) o la gratificación sexual.  
— La curiosidad (probar la droga), alcanzar un nivel de excitación o quebrar el 
aburrimiento.  
— Desarrollar al autoafirmación, conseguir la aprobación de los pares, la admira-
ción, un  estatus popular.  
— Atraer la atención.  
— Afirmar el poder del “macho”, la valentía.  
— Reducir la tensión generada por la rabia, la frustración o la ansiedad (ataque a 
las  personas).  
— Huir de una situación desagradable (el riesgo de ser arrestado).  
— El sadismo o la dominación sobre otra persona.  
— La venganza. 
 

 
Fuente: tomado del libro prevención de la delincuencia juvenil 
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La violencia o delincuencia juvenil es fundamentalmente urbana. Se calcula 

que un 78% de los jóvenes latinoamericanos vive en ciudades (CEPAL, 2005) y 

sufre las consecuencias de los problemas derivados de la concentración urbana, 

que para las autoridades nacionales constituye el principal problema de la juven-

tud. En algunos países se trata de problemas vinculados con la marginalidad (Ar-

gentina), el hurto u otras formas de delincuencia (Chile, Colombia, El Salvador y 

República Bolivariana de Venezuela), el pandillaje y la violencia callejera (El Sal-

vador, Guatemala, México y Perú), el narcotráfico (Colombia), el homicidio (Co-

lombia) y el porte ilícito de armas (República Bolivariana de Venezuela). 

 

 

 
2..2 Aproximación a la cuantificación de la delincuencia juvenil en Cartagena. 
 

La delincuencia juvenil actualmente no tiene una respuesta eficaz desde el 

sistema penal, por lo que su incremento de un 14% entre el periodo 2012- 2013, 

en ciudades como Cartagena se presenta de manera acelerada y con amplio im-

pacto negativo en los entornos sociales de la ciudad a pesar de aplicar medidas 

pedagógicas establecidas en la ley 1098 de 2006. 

 

 
En un reciente boletín del [ICBF), se analizó la vinculación de adolescentes 

al mal llamado “micro tráfico el cuál es entendido como eslabón del narcotráfico y 

de la delincuencia organizada de corte transnacional. Esta vinculación general-

mente se realiza por dos caminos que se relacionan entre sí. Por un lado, se les 

suministra droga de manera gratuita para “engancharlos” en el ciclo de autocon-

sumo- venta o hurto– autoconsumo. Por otro, se les ofrece la oportunidad de ven-

der “pequeñas” cantidades de drogas y tornarse “jíbaros”, posibilitándoles el con-

sumo, la ilusión del dinero fácil, pero, sobre todo, la oportunidad de tornarse visi-

bles frente a sus grupos de pares, con el fin de obtener algún tipo de reconoci-

miento social, que de otra forma no conquistarían (ICBF, 2012). 
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En el escenario abordado, la atención debe estar dirigida hacia los grupos 

de adultos al margen de la ley – redes ilícitas y organizaciones del crimen organi-

zado- que reclutan y utilizan a los jóvenes para la comisión de éstos y otros deli-

tos, con el fin de que sean sancionados bajo las leyes diferenciadas y “más blan-

das” que los cobijan. 

 

 

Revisando fuentes primarias de prensa de circulación  nacional y local, en-

contramos casos renombrados y sonados, como el de la pareja italiana que fue 

asesinada por un menor de edad, en un acogedor sitio turístico de la ciudad, por 

pretender robarle una cámara filmadora: 

En la noche del 11 de febrero, un niño de 16 años atracó a 

una pareja de turistas italianos cerca a las murallas de Cartagena. 

Les quitó una cámara digital. Le disparó a la mujer y la mató y a su 

esposo lo dejó con un balazo en el abdomen. 

Ayer al mediodía, en una cama de un hospital de la Heroica y lejos 

de su natal Italia, el ya desanimado viudo falleció también. Su nom-

bre era Gian Batista Traversso, de 75 años de edad, y junto a su es-

posa, Maurizia Ascoli, de 54 años, arribó a Cartagena para una se-

mana de descanso en los primeros días de febrero pero todo terminó 

en tragedia. Con un mes exacto de diferencia los dos turistas murie-

ron y el atracador está tras las rejas para cumplir una pena que podr-

ía ser de 36 meses de prisión.Alias El Bambi, como se conocía al 

atracador menor de edad, fue capturado por la policía cartagenera a 

pocas horas del delito y sin oponer resistencia. ( El Colombiano 13 

de marzo de 2009).2 

 

Otro caso de alta resonancia fue el asesinato del fiscal de la unidad de in-

fancia y adolescencia de la Guajira, asesinado en Cartagena en septiembre del 

año 2012, por un menor de edad. 

                                                            
2 Periódico el Colombiano, marzo 13 de 2009 
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Ayer, a las 10:30 de la mañana, llegó a las playas de El Lagui-

to, cerca del kiosco El Bony, se mezcló entre los turistas y localizó a 

Jorge Alberto Sanín Ramírez, Fiscal 3 de la Unidad de Infancia y 

Adolescencia de Riohacha, La Guajira. 

 

 El hombre, que llegó a Cartagena para asistir a la versión 33 

del Congreso Colombiano de Derecho Procesal, yacía sentado en 

una silla junto a una mujer, bajo la sombra de una carpa, cuando el 

joven se le vino por detrás y le dio dos balazos, uno en la cabeza y 

otro en el tórax, ante la mirada impávida de comerciantes y turistas. 

 

 Los balazos causaron el pánico y todo el mundo echó a co-

rrer, pero el presunto agresor, de 17 años, no se saldría con la suya. 

Mientras mal herido, al fiscal de 47 años, lo llevaban al Nuevo Hospi-

tal Bocagrande en un taxi, una multitud persiguió al joven cuando in-

tentaba huir. Lo agarraron unos metros antes del CAI de Bocagran-

de. Al joven lo entregaron a la Policía. (El Universal 13 de septiembre 

de 2012).3 

 

Tomando como referencia estos dos casos trataremos de hacer un breve 

análisis de la situación delictiva en la ciudad de Cartagena, protagonizada por ado-

lescentes: Siendo un escenario turístico, Cartagena es puerto apetecido por turis-

tas nacionales y extranjeros, quienes atraídos por su historia y hermosas playas, 

visitan a la heroica con el único fin de pasar unas buenas vacaciones. A nivel 

mundial, existe un amplio despliegue publicitario promocionando las bellezas y el 

atractivo de la bella Cartagena. Sin embargo el panorama es muy diferente. Según 

un estudio del Banco de la Republica en la ciudad de Cartagena, para medir los 

niveles de pobreza de la ciudad, manifiesta: 

 

                                                            
3 Periódico el Universal, 13 de septiembre de 2012 
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Lo que se puede establecer de los resultados de este trabajo 

es que la pobreza urbana en Cartagena es un problema que supera 

lo que se observa en las principales ciudades del país. Además se ha 

encontrado que las personas pobres no sólo se encuentran concen-

tradas espacialmente en sitios específicos de la ciudad, sino que 

además no cuentan con las condiciones sociales y las oportunidades 

necesarias para superar esta situación, lo que lleva a que permanez-

can en un círculo de pobreza permanente. 4 

 

 

De acuerdo a este estudio del banco de la Republica la ciudad de Cartage-

na refleja altos índices de pobreza, además refiere que no existen las oportunida-

des necesarias para salir avante de esta situación, en este sentido los turistas al 

llegar a la Heroica se encuentran con una situación adversa a sus intereses re-

creativos y de descanso, ya que se encuentran con índices de inseguridad signifi-

cativos. Siendo víctimas de hurtos, en los cuales algunas veces hay resultados 

fatales, como es el caso de los dos turistas italianos asesinados por un menor de 

16 años.  

 

De acuerdo al observatorio del delito de Cartagena “El fenómeno de la de-
lincuencia en el Distrito presenta en los últimos años un comportamiento que difie-
re rotundamente de la visión paradigmática que en el orden nacional se tiene de la 
ciudad”. 

 

Esta ha sido percibida como una ciudad pacífica y con comportamientos de sus 
ciudadanos alejados de la caracterización del país en su conjunto frente al pro-
blema delincuencia. La situación es alarmante si se tiene en cuenta que Cartage-
na, es polo de grandes concentraciones turísticas y académicas, y hasta ahora no 
se le ha hecho un abordaje serio y que responda a la realidad social de la ciudad, 
continua el observatorio del delito diciendo: “Sin  embargo, otra es la realidad que 
vivimos en el Distrito sobre todo en la última década. Las cifras de los informes 
más recientes con origen en diferentes entidades públicas y privadas, académicas, 

                                                            
4 Banco de la Republica, agosto 2007. 
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que corresponde a 1.315 casos se atribuyen a  adolescentes (hombres), y el 

restante del 6% representa la participación de las adolescentes (mujeres) en 84 

hechos delictivos. Asi mismo la estadistica advierte un aumento significativo de la 

delincuencia juvenil, el cual converge en un promedio del 15% al 20% referente al 

incremento anual. 

 

Tomando como referente la estadistica, los delitos mas recurrentes por la  

población de las y los adolescentes en Cartagena, corresponden a la afectación 

de los bienes jurídicos como el patrimonio económico, la seguridad pública, la 

vida, y el bien jurídico de la Familia, así:  
Grafico  N° 2 
Delitos mas recurrentes 

DELITOS  MAS 
RECURRENTES 
ENTRE  ESTA 
POBLACION             
Hurto 
Hurto calificado 
Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones 
Lesiones personales 
Daño en bien ajeno 
Homicidio 
Violencia Intrafamiliar 
Violencia contra servidor público 
Violación de habitación ajena 

 
 
Grafico N° 3 
Tipos de delitos 

DELITOS GRAVES 1453/2011  QUE DAN PRIVACION DE LIBERTAD 
Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones 
Homicidio 
Acceso carnal abusivo con menor de 14 años 
Extorsión 
Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas 
Actos sexuales con menor de 14 años 
Empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos 

Estas  conductas,  se 
encuentra  tipifica‐
das  como  delito  en 
el  código  penal  co‐
lombiano. 
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Las conductas constitutivas de delito en que  incurren los adolescentes, 

principalmente sería el  hurto, y Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes  

el cual se materializa en los barrios de estrato 4 al 6, en donde se encuentra 

asociado el turismo y se desarrolla las  principales economicas. Y por lo la 

violencia intrafamiliar obedece a  la agresión que causan los adolescentes a 

nucleo familiar como padres o hermanos, y se presenta en sector vulnerables 

de los estratos  1 y 2. 

 

Los adolescentes (hombres), son los únicos  sujetos de sanciones donde se 

limita el bien juridico de la libertad, es decir, desde que se implementó el sistema 

se han presentado 63 decisiones judiciales en que los adolescentes se les priva 

de la libertad en centro de atención especializada y solo se aplicará a los 

adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) años que 

sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima 

establecida en el Código Penal sea o exceda de (6) años de prisión. 

 

 

2.3 Tipo de Sanciones Impuestas a los dolescentes en Conflicto con la 
Ley penal 

El sistema de responsabilidad penal para las y los adolescentes, es 

establecieron sanciones en evento que el adolescente sea responsable, y en 

efecto la misma ley 1.098 de 2006, dejo de manera clara y expresa que la 

sanciones tiene una finalidad protectora, educativa y restaurativa, y se aplicarán 

con el apoyo de la familia y de especialistas. En consecuencia se encuentran 

definidas 7 clases de sanciones. 

 
 
 
 
LA AMONESTACIÓN 
 

Es la recriminación que la autoridad judicial le 
hace al adolescente sobre las consecuencias 
del hecho delictivo y la exigencia de la repara-
ción del daño. En todos los casos deberá asistir 
a un curso educativo sobre respeto a los dere-
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chos humanos y convivencia ciudadana que 
estará a cargo del Instituto de Estudios del Mi-
nisterio Público. 

 
LAS REGLAS DE CONDUC-
TA. 

Es la imposición por la autoridad judicial al ado-
lescente de obligaciones o prohibiciones para 
regular su modo de vida, así como promover y 
asegurar su formación. Esta sanción no podrá 
exceder los dos (2) años. 

 
LA PRESTACIÓN DE SER-
VICIOS SOCIALES A LA 
COMUNIDAD. 

Es la realización de tareas de interés general 
que el adolescente debe realizar, en forma gra-
tuita, por un período que no exceda de 6 me-
ses, durante una jornada máxima de ocho 
horas semanales preferentemente los fines de 
semana y festivos o en días hábiles pero sin 
afectar su jornada escolar. 

 
 
LA LIBERTAD VIGILADA. 

Es la concesión de la libertad que da la autori-
dad judicial al adolescente con la condición 
obligatoria de someterse a la supervisión, la 
asistencia y la orientación de un programa de 
atención especializada. Esta medida no podrá 
durar más de dos años. 

MEDIO SEMI-CERRADO Es la vinculación del adolescente a un progra-
ma de atención especializado al cual deberán 
asistir obligatoriamente durante horario no es-
colar o en los fines de semana. Esta sanción no 
podrá ser superior a tres años. 

LA PRIVACIÓN DE LA LI-
BERTAD. 

La privación de la libertad en centro de atención 
especializada se aplicará a los adolescentes 
mayores de dieciséis (16) y menores de diecio-
cho (18) años que sean hallados responsables 
de la comisión de delitos cuya pena mínima 
establecida en el Código Penal sea o exceda 
de (6) años de prisión. En estos casos, la priva-
ción de libertad en centro de atención especiali-
zada tendrá una duración de uno (1) hasta cin-
co (5) años. 
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Teniendo en cuenta el tipo de sanciones anotadas anteriormente, en la ciudad de 

Cartagena el comportamiento delincuencial de los adolescentes se ha manejado  

como lo muestra el siguiente cuadro: 

 

 
Grafico N° 4 
Tipos de Sanciones 
       

2010 2011 2012 2013 
HOM-
BRES 

MUJE-
RES 

HOM-
BRES 

MUJE-
RES 

HOM-
BRES 

MUJE-
RES 

HOM-
BRES 

MUJE-
RES 

Ingresos a Centro Transi‐
torio  268 10 337 11 338 130 155 18 
Centro  de  Internamiento 
Preventivo  30 0 45 2 29 3 45 3 
Centro  Especializado  de 
Privación de Libertad  16 0 18 0 29 0 14 0 
OTRAS SANCIONES - NO PRIVATIVAS 
DE LIBERTAD 
Amonestación     0 0 0 0 8 0 0 0 
Reglas  de  con‐
ducta     0 0 2 0 32 0 0 0 
Centro  Semice‐
rrado     1 0 6 0 9 0 0 0 
Libertad  Vigila‐
da     26 0 18 1 42 0 16 5 
Prestación  de  Servicio  a 
la Comunidad  2 1 6 0 12 0 0 0 
TOTAL        343 11 432 14 499 133 230 26 

Fuente ICBF dic  2013 
 
Grafico N° 5 
Total adolescentes en el SRPA 

  2009 2010 2011 2012 2013 TOTAL ACUM 
CASOS 194 329 384 492 276                           1.511 

 

 

De acuerdo a la información suministrada por el ICBF, se puede observar, el in-

cremento  por año, de la participación de adolescentes en eventos delictivos, tanto 
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en hombres como mujeres, presentando una significativa reducción en el año 

2013. Los delitos de mayor reincidencia se pueden observar en el siguiente cua-

dro: 

 
Grafico N° 6 
Delitos más frecuentes 

LOS  DELITOS  EN  REINCI‐
DENCIA SON:       

HOMBRE  MUJER 14 
AÑOS 

15 
AÑOS

16 
AÑOS 

17 
AÑOS 

MAYOR 
18 AÑOS 

Hurto        36 1 2 10 14 11 0 

Hurto calificado   36 0 1 5 10 18 2 

Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego 
o municiones 28 0 1 4 11 12 0 

Tráfico, fabricación o porte de estupe-
facientes   27 0 1 5 6 15 0 

Violación de habitación 
ajena   13 0 2 5 4 2 0 

Violencia Intrafamiliar   8 1 0 3 3 3 0 

Homicidio         5 0 0 1 2 2 0 

Fuente ICBF dic  2013 

 

Se puede observar que continúa prevaleciendo el hurto, como delito principal de 

contravención de la ley penal por parte de los adolescentes en Cartagena. 

 
 
 
Grafico N° 7 
Casos de reincidencia de delitos 

2010  2011  2012  2013 
HOMBRES  60  56  38  64 
MUJERES  0  1  0  1 
TOTAL  60  57  38  65 
       
Fuente ICBF 2013 
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Fuente: ICBF diciembre de 2013 

 

2.4. Reincidencia en la comisión de Delitos 

 

El panorama hasta aquí presentado, se completa  con las cifras relativas a 

la reiteración de la comisión de un delito por parte de los adolescentes, que 

ya ingresaron al  SRPA. Volver al contexto donde se estaba antes de la 

sanción significa para muchos, volver al mundo de la ilegalidad, pues 

además de las exclusiones que ya acompañaban a los adolescentes antes 

de su ingreso se le suma la marca de su pasaje por el sistema. No obstan-

te, se debe resaltar la dificultad subyacente a esta medición en los sistemas 

penales de forma general. Esto porque no existen criterios claros con rela-

ción al tiempo posterior al egreso, así como la gravedad del delito, si es 

más o menos violento. Sumado a esto, los sistemas de información no 
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están integrados a nivel nacional, hecho que dificulta el seguimiento y moni-

toreo de los adolescentes que incurren en conductas punibles.5 

En el diario local el Universal de Cartagena, el 24 de junio de 2010, registró 

el siguiente caso: 

El adolescente que mató al ingeniero civil Paulo César Rincón Linaje 

sólo fue informado de lo que tenía que hacer cuando lo llevaron a 

Bocagrande el martes al mediodía en una moto Boxer, de color azul 

oscuro. El menor, de 16 años, le contó a la Policía todo lo que sabe 

antes de ser puesto a disposición de un Juzgado de Infancia y Ado-

lescencia en la Casa de Justicia en Canapote, de donde lo traslada-

ron a Asomenores, en Zaragocilla. 

El único sospechoso capturado por la muerte del colombo-peruano 

no ha manifestado cuánto le pagaron por cometer el crimen. Recalcó 

que vive en Cali y que no tiene precisión del sector donde lo hospe-

daron apenas llegó a Cartagena, hace 15 días. 

Lo que si se confirmó por parte de la Policía es que al presunto sica-

rio, quien es oriundo de Buenaventura –Valle-, lo capturaron el pasa-

do 10 de abril en Santa Marta. 

El Universal conoció de parte de las autoridades del Magdalena que 

al menor lo sorprendieron en el barrio La Estrella con una granada de 

fragmentación IM-26. Ese día iba como parrillero y le decomisaron 

una pistola 9 milímetros. 

Las investigaciones le dejaron entrever a funcionarios de la Sijín que 

el menor y su acompañante alquilaron una vivienda en La Estrella 

para presumiblemente cometer un asesinato. 

Aunque ambos fueron asegurados por porte ilegal de arma de fuego 

y/o municiones, el adolescente recobró la libertad esa misma semana 

y regresó a Cali. 

                                                            
5 ICBF, Observatorio de bienestar para la Niñez, diciembre de 2012. 
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Hace 15 días, según él, viajó a Cartagena. Esta vez lo capturaron 

con una pistola, pero después de dispararle a un hombre en plena 

zona turística de la ciudad. 

 

El mismo diario local, continúa: 

 

Entre octubre del 2009 y junio de este año (2010) cuatro adolescen-

tes han sido capturados en casos de sicariatos que ocurrieron en 

Manga, Centro Histórico y Bocagrande. 

Dos de esos jóvenes, entre ellos uno conocido como “El Divino Niño”, 

se fugaron hace un mes de Asomenores, en Zaragocilla. “El Divino 

Niño” fue retenido luego de asesinar a un comerciante en Manga y 

de protagonizar una persecución que se extendió a la bahía y que 

duró más de 4 horas. Como dato particular, tres de esos menores 

llegaron de Medellín. El otro vive en Cali. Para la Policía, eso indica 

que las bandas criminales están utilizando menores de otras ciuda-

des para ajuste de cuentas en Cartagena. 

 

 

Esta situación de reincidencia, no debe mirarse superficialmente, ya que 

quizás marca la ruta de un largo camino delincuencial de los adolescentes, de 

acuerdo a las estadísticas manejadas por el ICBF, los delitos más registrados 

son hurto y porte de estupefacientes, porte ilegal de arma. Este tipo de contra-

venciones a la ley penal, no ameritan de acuerdo al código 1098 de 2006, 

ningún tipo de sanción y el adolescente es reintegrado a su medio familiar, con 

una amonestación a los padres. Sin embargo estos adolescentes reingresan al 

sistema, por el mismo delito o por otros de mayor gravedad, a estos adolescen-

tes se les denomina reincidentes. En este sentido  es importante la revisión de 

las políticas públicas en torno a la problemática de la delincuencia juvenil, las 

cuales o están diseñadas para colocar un control substancial a la situación.  
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Tal como lo plantea Adriana González, directora encargada del Instituto Co-

lombiano de Bienestar Familiar –en adelante ICBF- enla sección de educación del 

periódico EL TIEMPO:  se evidencia un incremento anual en los índices de crimi-

nalidad de los menores de edad al igual que su reincidencia, en el 2011, ingresa-

ron al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes -en adelante SRPA- 

27.309 menores, mientras que durante el 2012 fueron 29.457 y en lo transcurrido 

hasta septiembre de 2013, 18.599, de los cuales el 42,4%, se encuentra con me-

dida de privación de la libertad (Sección educación 2013, Septiembre 14). 6 

A esta situación planteada en el panorama nacional, no es ajena la ciudad 

de Cartagena, que de acuerdo al grafico N° 7, viene presentando un crecimiento 

en el N° de adolescentes reincidentes en la comisión de delitos, registrando datos 

más altos en el año 2012 y presentando una baja  hasta diciembre de 2013. 

Si hacemos un comparativo con los datos generales a nivel nacional pode-

mos evidenciar la misma situación presentada en Cartagena, la cifra de adoles-

centes entre 14 y 18 años aprehendidos a nivel nacional, ha venido en  incremen-

to, (El Tiempo, 30 de Agosto de 2012). Igualmente Adriana González, directora 

encargada del ICBF, señala que de los procesados por conductas delictivas en 

Colombia, durante el 2011, reincidieron el 18%, mientras que en el periodo 2012, 

el 20.8% y en lo transcurrido hasta septiembre del 2013, lo hicieron 20.9% (Sec-

ción educación 2013, Septiembre 14). 

En ese mismo sentido el Alto Consejero para la Seguridad y la Convivencia 

Ciudadana, Francisco Lloreda, a través de declaraciones al periódico El Colom-

biano, en el artículo “Nos quedó grande educar a los menores”, expresa: "Colom-

bia no ha tomado en serio a los menores infractores. El sistema de responsabili-

dad penal para los adolescentes ha sido la cenicienta de los distintos gobiernos. 

Lo digo sin desconocer el compromiso que han tenido instituciones como el ICBF. 

Estamos concluyendo estudios para identificar qué responsabilidades deben ser 

competencia del Ministerio de Justicia, cuáles del ICBF, del Sena, del Ministerio de 

                                                            
6 Periódico el TIEMPO, septiembre 14 de 2013 
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Educación y del Ministerio de Salud, dado que estos últimos en especial se han 

desentendido de estos jóvenes. (Periódico El Colombiano, 5 de febrero de 2012). 

 

Sin alejarnos del planteamiento de la problemática investigada en este do-

cumento, y con el ánimo de seguir el análisis de la eficacia de las políticas públi-

cas,  de cara a  la problemática de la participación de adolescentes en eventos 

delictivos, nos parece interesante y relevante, dar una mirada a una situación pre-

ocupante, el estado actual de los adolescentes atendidos en el Sistema de Res-

ponsabilidad Penal, que fueron ubicados en medio familiar, con una medida de 

amonestación o de servicio social, como medida pedagógica. Cabe preguntarse 

qué está pasando con estos adolescentes?¿Realmente hay una verdadera rein-

serción a la vida social, teniendo en cuenta la prevalencia  y restablecimiento de 

sus derechos?. Se está haciendo una verdadera labor pedagógica, teniendo en 

cuenta los principios de la justicia restaurativa que tanto se menciona en las dife-

rentes políticas públicas?. 

 

Tomaremos como referencia, casos que son catalogados como aislados por 

las autoridades del distrito de Cartagena. En los registros del Sistema de Respon-

sabilidad Penal para Adolescentes en Cartagena de Indias, se registran entre el 

2009 y el 2013, los casos de 8 adolescentes que ingresaron y que fallecieron en 

circunstancias violentas, después de haber recibido como sanción, una amonesta-

ción con  reintegro al medio familiar. Estas cifras son alarmantes, si se tiene en 

cuenta que las políticas han sido diseñadas para garantizar  la prevalencia de de-

rechos, sin embargo, este Sistema de normas y de políticas públicas no han tenido  

la capacidad para preservar el primer derecho fundamental: El Derecho a la vida.7 

 

                                                            
7 Art. 11 Constitución Política de Colombia 
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Estos adolescentes se encontraban ubicados en su medio familiar, tras 

haber recibido decisión judicial como sanción la Amonestación o el servicio social 

comunitario, en el año 2010  fallecieron en circunstancias violentas dos adolescen-

tes, en el año, 2011 fallecieron tres, en el año 2012, fallecieron dos adolescentes y 

en el 2013 fue muerto un adolescente de los que ingresaron al Sistema de Res-

ponsabilidad Penal para Adolescentes en Cartagena. Los móviles del deceso tie-

nen como común denominador riñas callejeras o participación en peleas de pandi-

llas.8 

 

Capítulo 3. 

3.1. Formación y noción  de las políticas públicas en la prevención de la 
delincuencia juvenil en Cartagena. 

 
En Colombia, desde la Constitución política de 1.991, con el sentir del arti-

culo 336 y desarrollado por la ley 152 de 1994, y la ley 715 de 2002 que estableció 

la competencia para autoridades territoriales, es decir para los alcaldes y gober-

nadores existe el deber jurídico desde hace 22 años de dar respuesta  los proble-

ma de relevancia social a través de la política pública. Siendo pertinente aclarar 

que no existían o no fueron producidas por el Estado las herramientas metodológi-

cas para la construcción de las políticas. 

 

Por vía legislativa se declaró la definición de políticas públicas para la población 

de adolescentes al tenor del artículo 201 de la ley 1098 de 2006: 

 
Se entiende por políticas públicas de infancia y adolescencia, el conjunto de 

acciones que adelanta el Estado, con la participación de la sociedad y de la 

familia, para garantizar la protección integral de los niños, las niñas y los 

adolescentes. Las políticas públicas se ejecutan a través de la formulación, 

                                                            
8 Periódico el Universal de Cartagena, septiembre de 2013 
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implementación, evaluación y seguimiento de planes, programas, proyec-

tos, y estrategias. 

 

 
Esta intención legislativa pareciera incomprensible para los gobernadores 

alcaldes, responsables del diseño, ejecución y la evaluación de las políticas públi-

cas de infancia y adolescencia, para tratar la visible y prioritaria atención que de-

manda la delincuencia en esta población. 

 

La ley 1098 de 2006, definió el concepto y principios rectores de la política 

pública  para los niños, niñas y adolescentes, dejando expreso en el artículo 202 

de esta norma que uno de sus objetivos es orientar la acción y los recursos del 

Estado hacia el logro de condiciones sociales, económicas, políticas, culturales y 

ambientales, que hagan posible el desarrollo de las capacidades y las oportunida-

des de los niños, las niñas y los adolescentes, como sujetos en ejercicio respon-

sable de sus derechos. 

 

Continúa la misma ley diciendo, respecto a los principios rectores de las 

políticas públicas  de infancia, adolescencia y familia como políticas de Estado,  se 

regirán como mínimo por los siguientes principios: 1. El interés superior del niño, 

niña o adolescente 2. La prevalencia de los derechos de los niños, las niñas y los 

adolescentes. 3. La protección integral 4. La equidad. 5. La integralidad y articula-

ción de las políticas 6. La solidaridad 7. La participación social 8. La prioridad de 

las políticas públicas sobre niñez y adolescencia 9. La complementariedad 10. La 

prioridad en la inversión social dirigida a la niñez y la adolescencia. 11. La finan-

ciación, gestión y eficiencia del gasto y la inversión pública. 12. La perspectiva de 

género. 

 

Es así como esta ley marca o delimita las particularidades de las políticas 

públicas en torno a la problemática de la delincuencia juvenil, dando directrices 

para que el gobierno nacional a través de los organismos gubernamentales, terri-
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toriales o locales, elaboren las políticas en cada uno de sus territorios. Sin embar-

go a pesar de establecer particularidades, no determina específicamente que debe 

contener una política pública,  cuyo objeto sea prevenir la delincuencia juvenil en 

Colombia o para el caso referido en la ciudad de Cartagena. 

 

Para el año 2007, el gobierno nacional publicó a manera de guía, el docu-

mento denominado Marco para las Políticas Públicas y Lineamientos  para la pla-

neación  del desarrollo de la  Infancia  y la  Adolescencia en el municipio, dirigido a 

los alcaldes,  a sus equipos de gobierno  y la ciudadanía en general, el cual ha de 

permitir identificar que debe hacer la administración pública territorial en esta ma-

teria (Cuervo Delgado, 2010). 

 

Esta guía, que tiene un amplio contenido pedagógico  para definir los 

propósitos de gobernantes locales respecto ¿Qué es una política pública? ¿Crite-

rios para una política pública municipal de infancia y adolescencia?, Sin embargo, 

a pesar de ser interesante, por qué promueve una movilización social en política 

pública. Esta herramienta  no se refiere a la identificación del problema y la formu-

lación de la política  con elementos serios con rigurosidad científica y social, que 

permita la toma de decisiones de acuerdo a las circunstancias de la problemática 

social existente en donde debe intervenir el Estado. 

 

A la luz de la ley 1098 El Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de 

Protección Social y el Ministerio de Educación, con la asesoría técnica del ICBF 

deberá diseñar los Lineamientos técnicos mínimos que deberán contener los pla-

nes de desarrollo, en materia de infancia y adolescencia teniendo en cuenta el 

ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos. 

 

O sea en la definición de cada política pública se debe tener en cuenta el restable-

cimiento de derechos y la garantía de los mismos, en este caso de los adolescen-
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tes en conflicto con la ley, se trataría de buscar mecanismos de prevención de in-

greso a la delincuencia, brindando a los jóvenes alternativas básicas frente a su 

situación social, familiar, educativa y económica.  

 

Para conocer cuál es la noción de la acción gubernamental en torno a la de-

lincuencia juvenil desde la política pública, en el Distrito de Cartagena, se buscará  

analizar diferentes documentos institucionales en el contexto de los elementos 

teóricos y jurídicos abordados anteriormente. 

 

Esto significa que se tendrá que responder a las preguntas ¿existe un enfo-

que riguroso claramente definido dentro de las políticas públicas del municipio de 

Cartagena a la hora de hablar de delincuencia juvenil? 

 

Para tal propósito, se analizarán  los siguientes documentos, de cara a la 

ley 1098 de 2006 “Código de Infancia y Adolescencia” tomando los elementos cen-

trales desarrollados en los diferentes momentos  del trabajo. 

 

 
1. Plan de Desarrollo Económico, Social, y de Obras Públicas, del distrito 

turístico y cultural de Cartagena de Indias- “En Cartagena hay campo 

para todos y todas 2012-2015”, aprobado mediante acuerdo No 001 del 

04 de julio de  2012, por el Concejo Distrital de Cartagena de Indias. 

 

2. Plan de Desarrollo ‘Ahora Sí Cartagena 2013 – 2015 
 

3. PolíticaPublica, para la  Infancia y la Adolescencia en el Distrito Turístico 
y Cultural de Cartagena de Indias 2009-2019 

 
La aproximación de análisis de estos documentos está orientada de manera 

metódica  por tres preguntas que permitirá definir si existe un enfoque riguroso de 

la política pública al fenómeno de la delincuencia juvenil en Cartagena. 
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1. ¿Cuáles son recursos de información para formular estrategias referentes a 

la delincuencia juvenil? 

 

2. ¿Cuáles son los objetivos, metas, programas en los términos de la pro-

blemática de la delincuencia juvenil  y cómo se justificarían en las políticas 

públicas? 

 

3. ¿Existe relación lógica entre lo identificado, lo definido, lo formulado en el 

contexto de las políticas públicas? 

 

Ante de esbozar la respuesta a los interrogantes, resulta necesario, señalar, 

la precisión de Roth (2009), referente a  la capacidad que le asiste a la administra-

ción de aprender y de recoger información pertinente sobre el problema, lo que 

representa un factor clave  para el éxito o fracaso de la política pública. 

 

Analizaremos, los diferentes planteamientos en este tema, que hace la ad-

ministración distrital, tomando por ejemplo: La política de infancia y adolescencia 

para el Distrito de Cartagena esta soportado en dos ejes fundamentales: 

a.  El compromiso es con todos los niños, las niñas y adolescentes, 

por el restablecimiento de garantías universales de derechos, su-

peración delimitaciones de acceso. El eje constituye y el soporte 

principal de la política,ya que a través de el, sin exclusión ni dis-

tinción alguna, mediante la oferta deservicios los niños, las niñas 

y los adolescentes podrán ejercer el derecho ala salud, a la edu-

cación, a la participación, a la ciudadanía, a la nutrición, a la ali-

mentación. De este modo este primer eje determina el estableci-

miento deun sistema de prevención que permita evitar la existen-

cia de situacionesintolerables, imposibiliten el pleno ejercicio de 

los derechos de estapoblación. Con él la política pública dota a la 

infancia y a la adolescencia deinstrumentos y acciones orientadas 

a la protección y al restablecimiento delos derechos. 
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b. Generación de escenarios propicios para el goce y el disfrute por 

parte de los niños, las niñas y los adolescentes en el desarrollo de 

sus condiciones en el ejercicio de la ciudadanía. Este segundo eje 

de la política y complementario del primero, orienta sus acciones 

hacia la habilitación y la creación de condiciones sociales y de in-

fraestructura que disminuyan la dificultad del acceso de los niños, 

las niñas y los adolescentes al pleno ejercicio de sus derechos 

 

En este planteamiento se evidencia, la intención del distrito alplantear unas inter-

venciones teniendo como ejes fundamentales el interés superior del niño y la pre-

valencia de sus derechos como sujeto, sin embargo no presenta un panorama de i 

intervención proyectado para adolescentes en conflicto de la ley, menciona que 

generará espacios para el goce y disfrute para ejercer plenamente sus condicio-

nes de ciudadanos.  

En este programa  (2009-20019), el planteamiento más cercano a la pro-

blemática de la delincuencia juvenil en este plan de desarrollo planteado en Carta-

gena se hace al mencionar: “Por otra parte, de los 4.480 jóvenes recluidos en dis-

tintos centros de rehabilitación del país, 172 están en Cartagena al cuidado de la 

Asociación para la Reeducaciónde los Menores Infractores de Bolívar, Asomeno-

res, que sólo el año pasado (2009)  atendió764 jóvenes, 104 de los cuales llega-

ron allí por delitos como homicidio y lesionespersonales. "Muchos de ellos provie-

nen de pandillas que se mueven en sectoresmarginales de Cartagena. Estudios 

sobre el tema indican que el 80% de los miembros de las pandillas son menores 

de 16 años.9 

 

                                                            
9Política pública para la infancia y la adolescencia en el distrito turístico ycultural de Cartagena de indias. 
2009-2019 
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Ahora bien, la mayor aproximación en el abordaje de la problemática de la 

delincuencia juvenil, en el Plan de Desarrollo Económico, Social, y de Obras 

Públicas, del distrito turístico y cultural de Cartagena de Indias- “En Cartagena hay 

campo para todos y todas 2012-2015, está asociada en el título II, capítulo V Se-

guridad Ciudadana y Buen Gobierno. Este capítulo  tiene cuatro objetivos y el se-

gundo de ellos responde a “Política de atención integral a los adolescentes y jóve-

nes en riesgo de vincularse a actividades delictivas y en conflicto con a la ley pe-

nal en el Distrito de Cartagena”.  

 

En el contenido del documento mencionado “plan de desarrollo”, en el artí-

culo 8510 del mismo, se definió  la finalidad de la política en torno a la delincuencia 

juvenil, como: la disminución de las conductas delictivas de los jóvenes en el Dis-

trito de Cartagena, y garantizar la adecuada atención de los jóvenes en conflicto 

con la ley penal desde una perspectiva de protección, educación y restauración. 

 

Con elementos teóricos abordados previamente, podemos indicar que el 

acuerdo No 001 expedido por el concejo distrital, adoptó el plan de desarrollo 2012 

– 2015, documento que registra inicialmente la ausencia de recursos de informa-

ción para dimensionar, cuantificar el fenómeno de la delincuencia juvenil, como un 

problema de prioridad y relevancia social. Por ejemplo, i) se desconoce el porcen-

taje de la población de adolescentes en riesgo de infringir el ordenamiento jurídico 

penal, es decir, la población juvenil beneficiaria de la acción gubernamental, si co-

rresponde a la realidad del fenómeno ii) cuales son sectores, zonas o barrios de 

Cartagena de mayor vulnerabilidad para comisión de conductas delictivas objeto 

de sanciones.  

 

Lo anterior  permite convalidar que la política que nos ocupa se construyó al 

margen de documentos científicos, del mapa de vulnerabilidad de adolescentes, 

                                                            
10Política de atención integral a los y las adolescentes y jóvenes  en riesgo de vincularse a actividades delicti-
vas  y en conflicto con la ley penal en el Distrito de Cartagena. 
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de estudios criminológicos sobre la caracterización de la delincuencia juvenil en 

Cartagena, razón por la cual es imposible que responda, al contexto social real. 

 

Se fijó un propósito desconociendo información actual y central que habría 

entregado los organismos de seguridad del Estado, el ICBF, la comunidad acadé-

mica, investigaciones sociales, que incidan en la caracterización de la delincuencia 

juvenil. En consecuencia “cualquier meta, programa o acción gubernamental  será 

irrelevante para atender las dimensiones de la delincuencia juvenil”. 

 
 Para Restrepo (2009), el plan de desarrollo no solo es un documento gu-

bernamental sino también un programa que refleja un proceso de concentración y 

participación ciudadana, es decir, para nuestro caso, la sociedad, la familia, los 

mismos jóvenes, comunidad académica, autoridades competentes deben partici-

par en conjunto a la hora  de movilizarse para dimensionar el problema y disponer 

de acciones  coherentes y que impacten la realidad del fenómeno de la delincuen-

cia juvenil.  

 

La definición y/o identificación del problema de relevancia social, responde 

a las lógicas  de la elaboración y discusión del plan de desarrollo, en tanto, que si 

NO se logra dimensionar o caracterización el fenómeno, la asignación del presu-

puesto o el gasto público dirigido a la prevención de la delincuencia juvenil sería 

desproporcionado, y con bajo impacto.  Es por ello, que el gasto público  tiene una 

relevancia social, desde 1.991, cuando la Carta Política caracterizó a la organiza-

ción estatal como un Estado Social de Derecho en el artículo primero del texto 

constitucional, y expresamente desarrollado en el artículo 350 constitucional. Pro-

posición que coincide con los estudios modernos de finanzas públicas, respecto 

que el gasto público debe orientarse prioritariamente al gasto social, es decir, 

hacia la atención de las necesidades básicas de la población más vulnerable de-

ntro de la sociedad (Restrepo, p. 347). 

 

Ahora bien, el mencionado Plan de Desarrollo de Cartagena no referencia 

el comportamiento  del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, es 
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decir,  cuáles han sido, las medidas de mayor eficacia para prevenir conductas 

delictivas,  o cuál es la edad juvenil con mayor tendencia en conductas delictivas, 

y en cuales  aspectos se debe mejorar, las sanciones pedagógicas adoptadas. Así 

mismo, el documento NO justificó el panorama de la delincuencia juvenil mucho 

menos, cual es el nivel de educación juvenil, manejo de tiempo libre, tipologías 

familiares, o mejor cuál es la “capacidad de la acción del gobierno para brindar  a 

los y las adolescentes en riesgo y en conflicto con la ley penal, el derecho a la sa-

lud, a la educación, de apoyo cultural, como eje centrales de la protección”. 
 
 

En el contexto de la protección social, el plan de desarrollo no tiene un en-

foque a las familias de los adolescentes en condición de riesgo o en conflicto con  

la ley penal, tal y como plantean las Directrices de las Naciones Unidas para la 

prevención de la delincuencia juvenil (DIRECTRICES DE RIAD), más aún si mani-

fiesta exclusividad en el individuo en sí, marginando a la familia como un actor par-

ticipativo para lograr reinsertar o reacomodar a éstos jóvenes en su núcleo fami-

liar. 

La percepción que provoca el plan de desarrollo de Cartagena, en torno a la 

familia se asocia con un actor pasivo, es decir, ser destinatarios de eventuales 

acciones y poca intención de mejorar la responsabilidad, acción y participación de 

la familia en la sociedad o frente a políticas públicas dirigidas  a la prevención de 

la delincuencia juvenil. 

 

La problemática de la  “delincuencia juvenil”, es abordada en el documento 

del Plan de Desarrollo, como un asunto de causalidad en la seguridad ciudadana, 

al margen del espíritu de la ley 1098 de 2006, referente al deber que le asiste al 

Estado en asegurar el armonioso desarrollo en jóvenes  para que crezcan en el 

seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y com-

prensión,  más bien hay un incumplimiento del Estado para garantizar los dere-

chos  (salud, educación, seguridad, empleo, entre otros). 
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El Plan de desarrollo, no tiene  la información suficiente respecto a la delin-

cuencia juvenil. Sin embargo, estableció en el artículo 86 dos objetivos relacionado 

a esta problemática: i)  implementar estrategias de prevención integral en adoles-

centes y jóvenes pertenecientes a pandillas o en riesgo actividades delincuencia-

les para disminuir la participación de esta población en actividades delictivas, o 

actos de violencia e impulsar procesos de paz o convivencia pacífica en el Distrito, 

ii) fortalecer los servicios de infraestructura del sistema de responsabilidad penal 

para adolescentes en el Distrito, para su óptimo funcionamiento con una finalidad 

de protección, educación y restauración. Objetivos que eventualmente no tendrían 

impacto, en razón que no tiene un marco diferenciado a la delincuencia juvenil, 

toda vez que el tratamiento jurídico, psicológico, y social de un adolescente involu-

crado en un homicidio, sería distinto a los jóvenes instrumentalizados por banda 

delincuenciales para materializar delitos como hurto, secuestro, entre otros. 

 

 Lo anterior,  significa que los objetivos,  responden a un interés preñado de 

buenas intenciones tal  y como se puede interpretar en el plan de desarrollo de 

Cartagena. Pero por el contrario, y conforme a los elementos teóricos en materia 

de política pública, estos deberían atender la relación lógica entre lo ontológico de 

la delincuencia juvenil, y los puntos o ejes centrales en que se debe dirigir y priori-

zar las acciones del gobierno,  en prevenir la participación de adolescentes o jóve-

nes en conductas constitutivas de delitos, al igual que el restablecimiento de dere-

chos de esta misma población cuando son transgresores de la ley penal. 

 
 

3.2. Formulación del problema según el Plan de Desarrollo en Cartage-
na 

 
METAS LINEAS BASE ESTRATEGIAS RESPONSABLE 

PROGRAMA DE  PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIAL INFANTIL Y JU-
VENIL EN EL DISTRITO. 
Atender 2400 
jóvenes me-
diante acciones 
de  prevención 
y atención de 

1.100 jóvenes 
atendido inte-
gralmente por 
la SICC 

•  Diseñar e imple-
mentar una (1) es-
trategia de preven-
ción del consumo 
de Drogas y alcohol 
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violencia juvenil 
en el Distrito de 
Cartagena de 
Indias. 

en el Distrito. 
• Implementar el pro-

grama 
• La implementación 

de Clubes Deporti-
vos y grupos cultu-
rales para vincular a 
los adolescentes y 
a jóvenes que se 
encuentren en si-
tuación de pandi-
llismo 

• Capacitación y for-
mación para el tra-
bajo. 

• Fomentar procesos 
participativos de 
generación de in-
gresos. 

• Implementación es-
trategias de desin-
toxicación  para 
jóvenes afectados 
por  farmacodepen-
dencia. 

•  

 
 
 
Secretaría  del Inter-
ior y Convivencia 
ciudadana Secretar-
ía de Educación De-
partamento Adminis-
trativo Distrital de 
Salud. 

PROGRAMA FORTALECIMIENTO DE LA DELICNUENCIA INFANTIL Y JU-
VENIL EN EL DISTRITO. 
Disminución del 
50% de los 
adolescentes 
en conflicto con 
la ley pena 

55 jóvenes en 
conflicto con la 
ley penal 

• Garantizar el fun-
cionamiento del 
Centro de Atención 
de adolescentes en 
conflicto con la ley 
penal ASOMENO-
RES, según conve-
nio administrativo. 

• Con la concurrencia 
Distrito, Nación pa-
ra su funcionamien-
to: 
Ampliación de cu-
pos en el centro de 
atención especiali-
zada para los ado-
lescentes en con-
flicto con la ley. 
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• Ampliación y ade-
cuación de la uni-
dad  de servicios 
judiciales para la 
atención de las y 
los adolescentes en 
conflicto con la ley 
 

 
 

PROGRAMA FORTALECIMIENTO DE LA DELICNUENCIA INFANTIL Y JU-
VENIL EN EL DISTRITO 
Promover la 
construcción de 
un centro de 
atención espe-
cializada e in-
ternamiento 
preventivo para 
los adolescen-
tes de género 
femenino en 
conflicto con la 
ley 

0 Concurrencia del Dis-
trito – Nación para su 
financiamiento sector 
privado 

 Secretaría de inter-
ior y convivencia 
ciudadana 

Promover la 
creación de un 
sistema unifica-
do e interinsti-
tucional  del 
sistema de res-
ponsabilidad 
penal para ado-
lescentes. 

 Cooperación de todas 
las entidades y autori-
dades que integran el 
sistema de responsa-
bilidad penal adoles-
centes 

Secretaría de interior 
y convivencia ciuda-
dana 

 
 

 

El plan de desarrollo, es el centro de impulso para enfocar y priorizar la ac-

ción pública en el ámbito económico y social a las problemáticas de mayor rele-

vancia para las entidades territoriales (Gobernaciones y  Alcaldías), así como de-

terminar las estrategias a corto, mediano y largo plazo que se implementarán para 

ello, es decir, en la formulación de la política pública se cuantifica y se definen 

programas.  
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 La formulación requiere que la población objeto del programa o de la ac-

ción de gobierno en torno a la delincuencia juvenil, este  definida, es decir, cual y 

en qué lugar está la población con la mayor necesidad o vulnerabilidad para priori-

zar o focalizar la acción estatal. Por ello, para la  formulación de la política pública  

en la prevención  de la delincuencia juvenil, se requiere que exista una relación  

lógica entre el diagnóstico o definición del problema al tenor del  artículo 204 inciso 

4º de la Ley 1098 de 2006. 

 

En el plan de desarrollo objeto de discusión, estableció: “Im-

plementar estrategias de prevención integral y atención para su reso-

cialización en niños, niñas, adolescentes y jóvenes pertenecientes a 

pandillas o en riesgo de vincularse a actividades delincuenciales para 

disminuir la participación de esta población”, en el documento no se 

desarrolla cómo se va hacer y cuáles son los actores o entidades 

responsables, citan la atención de 2.400 niñas, niñas, adolescentes, 

para la  prevención y atención de la violencia juvenil. De igual forma 

el documento no logra traducir ningún objetivo en forma clara, y que 

responda a la lógica de la política pública que exige el contenido de 

la RIAD y la ley 1098 de 2006. 

 

Los  2400 jóvenes, objeto de acciones de  prevención y atención de violen-

cia juvenil en el Distrito de Cartagena de Indias, no tiene elementos diferenciales 

para establecer  la cobertura de los programas que identifique y especifique,la ca-

racterización de la población  y  a quienes  se dirigen los programas. Este plan de 

desarrollo da a entender o interpretar que dirigirá las mismas acciones  a  todos 

los adolescentes, desconociendo las particularidades y características predomi-

nantes en cada grupo poblacional. Además como valor agregado y no segregado, 

no hay certeza que los programas lo reciban realmente jóvenes de los sectores 

con mayor vulnerabilidad en la delincuencia juvenil o en conflicto con la ley penal. 
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En términos de inspección, vigilancia y control que establece la ley 1098 de 

2006, en el artículo 208, es ausente, en razón a que no existen acciones claras 

por parte de las autoridades competentes como es el caso de la Procuraduría Ge-

neral de la Nación  y Contraloría General de República respecto a garantizar, el  

restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y su 

contexto familiar y prevenir su vulneración a través del seguimiento de las políticas 

públicas y de la evaluación de la gestión de los funcionarios y de las entidades 

territoriales. Muestra de ello, es el aumento de la participación de adolescentes en 

los tipos penales de Hurto, tráfico y comercialización de estupefacientes, instru-

mentalización de los adolescentes en bandas delincuenciales,  y hasta hoy no 

existe ni siquiera en Colombia, un mandatario sancionado por haber omitido su 

deberes para con los adolescentes. 

 

Los planes de desarrollo en el Distrito de Cartagena, del actual y anterior 

administración, han impulsado la  Asociación para la Reeducación de Menores 

Infractores de Bolívar11, (Asomenores), la cual es una entidad de Reeducación de 

carácter privado sin ánimo de lucro que garantiza la Protección Especial, para 

adolescentes entre 14 años hasta 17 para ingreso y 21 años para la permanencia 

remitidos por Jueces del sistema de responsabilidad por estar vinculados a con-

ductas punibles. 

 

 
 
Finalmente, el Plan de Desarrollo ‘Ahora Sí Cartagena 2013 - 2015, tiene una 

línea homogénea para leer, diagnosticar y discutir sobre la delincuencia juvenil, la 

poca diferencia converge en que la actual administración incluye datos estadístico 

tanto del ICBF,  como la de la Policía Metropolitana de  Cartagena. 

 
 
 

                                                            
11Ley 2737 en el año 1991 cofinanciada por el ICBF Regional Bolívar. 
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4.1.LOS JÓVENES Y LA VIOLENCIA COMO MOTIVO CENTRAL DE PREOCU-
PACIÓN 
 

Similares consideraciones a las expresadas en el acápite de observatorios del De-

lito podrían formularse respecto de las políticas sobre la juventud. Los jóvenes 

aparecen como una preocupación esencial para el diseño de políticas integrales 

de prevención de la violencia —son protagonistas centrales como víctimas o como 

victimarios—, pero las políticas específicas implementadas no superan a menudo 

los modelos de rehabilitación en aquellos casos-límite de jóvenes en situación de 

alto riesgo.  

 

Que mayor riesgo de riesgo o vulnerabilidad social, que ser protagonistas de acti-

vidades delictivas, en un país donde las políticas públicas diseñadas, no brindan 

las garantías para el cabal cumplimiento de los derechos fundamentales de los 

adolescentes. No existe una real justicia restaurativa, esta se encuentra enmarca-

da en acciones restrictivas que no abocan  al adolescente a armonizar su vida y 

lograr proyectos estructurados que los conlleven a lograr una verdadera reinser-

ción social. 

 

Con las políticas públicas existentes, no se logra visualizar una verdadera línea de 

separación entre si el adolescente en conflicto con la ley es víctima o es victimario; 

se puede aseverar que tanto el adolescente como la sociedad son víctimas de la 

estructura de las políticas públicas, que no responden a la realidad social, política 

y económica del  país y de la ciudad de Cartagena.  

 

 

Focos para renovar el enfoque de política pública en la delincuencia  juvenil 
 

Un mapa de vulnerabilidades: la urgencia del diseño de políticas inclusivas de 

promoción y protección social para las juventudes (BID, 2010) 
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La juventud no puede esperar: requiere de una oferta de posibilidades de desarro-

llo de sus potencialidades, y de perspectivas de movilidad social y ocupacional a lo 

largo del Invertir en juventud  y el ciclo de vida, que permitan fortalecer su sentido 

de pertenencia; y que sea ésta la generación de jóvenes que consiga revertir la 

reproducción de la desigualdad y la pobreza a lo largo de su ciclo de vida. 
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Conclusiones y Recomendaciones 
 
  

De acuerdo a lo analizado y descrito a lo largo de la investigación, Seconsi-

dera que una política pública “es el flujo de decisión en torno a un problema que 

ha sido considerado público y ha ingresado en la agenda del Estado y debe ser 

enfrentado de acuerdo con las competencias constitucionales y legales de los go-

biernos” (Cuervo 2008. Pag. 79). 

 

Teniendo en cuenta además otros planteamientos, que se han centrado en el aná-

lisis de esta temática y siguiendo anotaciones de Cruz “La política contra la delin-

cuencia Juvenil implica un programa de prevención, a través de una labor en con-

junto, dando unidad de acción, a todos los organismos encargados en mayor o 

menor grado, de proteger a los infantes, así como de impedir la reincidencia de 

manifestacionesantisociales juveniles” (Cruz, E. pag. 336) 

 

De acuerdo a los datos estadísticos suministrados por el Instituto Colom-

biano de Bienestar Familiar, y a el análisis de las políticas públicas diseñadas e 

implementadas por la administración,  se puede concluir que la problemática de la 

delincuencia juvenil, se ha venido incrementando en el Distrito de Cartagena de 

Indias, desde que se dio inicio a la implementación del Sistema de Responsabili-

dad Penal para Adolescentes en junio de 2009, hasta diciembre de 2013. Lo cual 

es clara significación que las políticas públicas de prevención diseñadas por el 

estado no han sido eficaces para contrarrestar o minimizar el acceso de adoles-

centes a actividades delincuenciales. 

 

Toda vez que estas políticas han estado diseñadas de una forma descon-

textualizada social, económica y políticamente. No permitiendo el acceso integral a 

los derechos fundamentales intrínsecos a los Niños y adolescentes como sujetos 

prevalentes de derechos.  Demuestra además que las medidas sancionatorias son 

ineficaces teniendo en cuenta que las estadísticas demuestran la alta reincidencia 

de adolescentes en la comisión de delitos.Además, es alto el índice de adolescen-
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tes que habiendo sido aprehendidos e  ingresados al Sistema de Responsabilidad 

penal, se les ha otorgado libertad, y han sido ubicados en su medio familiar, colo-

cando en riesgo su integridad personal, ya que, un grupo significativo, han falleci-

do en circunstancias violentas. Esto deja en evidencia, las fallas en las políticas 

públicas, desde la óptica de una justicia restaurativa. Las Políticas públicas contin-

úan limitándose a imposición de sanciones, carentes de contenido pedagógico 

integral, que permitan una real y funcional reinserción social. 

 

En la ciudad de Cartagena, se requiere rediseñar las estrategias de  trata-

miento y atención a los adolescentes en conflicto con la ley, en la búsqueda de 

mecanismos preventivos que coloquen contención a la participación de estos en 

eventos delictivos. Esto puede lograrse desde una perspectiva de políticas públi-

cas integrales, que proporcionen desde la primera infancia la satisfacción cabal  

de sus derechos como sujetos de atención integral, permanente y sostenible que 

logren un verdadero impacto social en la comunidad Cartagenera.  

 

 Sin expresar literalmente el caso de la delincuencia juvenil en Cartagena, el 

Observatorio para el Delito en esta ciudad plantea “Frente al cuadro de una cre-

ciente expresión estadística de los delitos en el Distrito, se hace necesario esta-

blecer instrumentos, metodologías y estrategias que a partir del conocimiento ple-

no de la violencia delincuencial, centre sus acciones, en la observación y segui-

miento de forma sistemática de esta  patología social,  de tal manera que permita 

la fundamentación científica y técnica del diseño de propuestas para enfrentar efi-

cazmente las raíces y causas de este fenómeno”. 

 

 Visto desde la óptica del observatorio del delito, se hace necesario realizar 

estudios más profundos en la búsqueda de propuesta de políticas públicas que 

den una respuesta acertada, como un mecanismo para lograr la prevención de la 

delincuencia juvenil, con un verdadero sentido de justicia social y restaurativa 
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Como en la célebre frase del filósofo Pitágoras “Educad al niño y no será 

necesario castigar al hombre”. Si se diseñan políticas públicas con modelos de 

inclusión social, teniendo en cuenta al niño y adolescente como sujeto prevalente 

de derechos, con principios restaurativos y no restrictivos, se lograran resultados 

positivos en torno a la prevención de la delincuencia juvenil. 
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